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Acta N° 07-2018
SESIÓN COMISIÓN DE GÉNERO

03 de octubre del 2018 – 01:30 p.m.

Salón Quiroz Cuarón, ILANUD.
Participantes: Magistrada Carmemaría Escoto Fernández (Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de la Comisión), Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez (Sala Segunda), Gary Amador Badilla (Consejo Superior), Xinia Fernández Vargas (Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia), Melissa Benavides Víquez (Unidad de Acceso a la Justicia), Damaris Vargas Vásquez (Tribunal Agrario-Representante Asociación de Juezas), María Gabriela Alfaro Zúñiga (Fiscala Adjunta de Asuntos de Género), Robert Camacho Villalobos (Comisión Permanente para la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, Ana Ericka Rodríguez Araya (en representación de Nacira Valverde Bermúdez de la Dirección de Planificación), Alba Gutiérrez Villalobos (Departamento de Trabajo Social y Psicología), Dixie Mendoza Chaves (Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia), Ivannia Aguilar Arrieta (en representación de Waiman Hin Herrera de la Dirección de Gestión Humana), Paula Calderón Devandas (en representación de Juan Carlos Morales Jiménez de la Defensa Pública), Carmen Quesada Chacón (en representación de Kattia Morales Navarro de la Dirección de Tecnología de la Información), Dinorah Álvarez Acosta (Dirección Ejecutiva), Jason Alfaro Carballo (en representación de Siria Carmona Castro de la Inspección Judicial), Yorleny Ferreto Solano (Unidad de Género y Acceso a la Justicia del Organismo de Investigación Judicial), Kenneth Álvarez Barboza (en representación de Yadira Fonseca Jiménez de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales), Diana Delgado Navarro (Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística) y Viviana Alvarado Quesada (Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia).

Ausentes con justificación: Magistrado Fernando Cruz Castro (Sala Constitucional), Magistrado Román Solís Zelaya (Sala Primera), Magistrado Paul Rueda Leal (Sala Constitucional), María Alexandra Bogantes Rodríguez (Magistrada Suplente Sala Segunda), Milagro Rojas Espinoza (Magistrada suplente Sala Segunda-Juzgado de Niñez y Adolescencia de San José), Andrea Vanessa Murillo Briones (Ministerio Público), Juan Carlos Sebiani Serrano (Secretaría Técnica de Ética y Valores), Ana Isabel Orozco Álvarez (Servicios de Salud), Cristian Mora Víquez (Colectivo de Hombres por la Igualdad de Género), Yolanda Alvarado Vargas (Tribunal de Juicio I Circuito Judicial de la Zona Atlántica).
AGENDA
1. Criterio de la Dirección Jurídica DJ-AJ-2515-2018 respecto de la disponibilidad laboral de las mujeres en periodo de lactancia.
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2. Solicitud de reconsideración del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 75-18 del 23 de agosto del 2018, relacionado con la devolución de los montos correspondientes al impuesto sobre la renta, que actualmente son debitados a las funcionarias judiciales que están con licencia de maternidad.
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3. Puntos varios: Oficio 9223-18 del Consejo Superior mediante el cual se remite el informe 106-ES-2018 de la Sección de Estadísticas, sobre las muertes ocurridas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017.
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Se inicia la sesión. En vista de que asisten varias personas por primera vez se procede a realizar una breve presentación. La Magistrada Escoto Fernández señala la importancia de contar en el Poder Judicial con hombres que apoyen a las mujeres y que valoren su lugar en la institución.
Seguimiento de acuerdos:
La señora Xinia Fernández informa acerca de la ejecución de todos los acuerdos tomados en la sesión del pasado 29 de agosto, algunos de ellos ya cuentan con respuestas del cumplimiento, como es el caso de la reunión que solicitó doña Paula Calderón de la Unidad Laboral de la Defensa Pública, con la Sección de Psicología y Psiquiatría Forense del Departamento de Medicina Legal. Asimismo, señala que se recibió respuesta de la C.C.S.S. respecto a una instancia hecha por la Comisión de Género para solicitar la modificación del Reglamento de Medicina de Empresa relacionado con la realización de mamografías. También, manifiesta que le fueron remitidas a la señora Damaris Vargas las observaciones que solicitó en cuanto a las estadísticas agrarias por población en condición de vulnerabilidad. Se está a la espera de más respuestas.
1. La señora Xinia Fernández explica que, en virtud del criterio DJ-AJ-2515-2018 emitido por la Dirección Jurídica en fecha 01 de agosto del 2018, la señora Ligia Jiménez Zamora, Defensora Pública, solicita a la Comisión de Género que este sea valorado con el fin de garantizar la transversalización de género en todas las resoluciones o criterios que se emiten en el Poder Judicial. Dicho criterio se emite en respuesta a la consulta hecha por el señor José Arnoldo González Castro, Supervisor Nacional de la Defensa Pública, respecto de la solicitud de dos compañeras defensoras públicas de ser excluidas del rol de disponibilidad, ello por encontrarse en periodo de lactancia. Asimismo, procede a dar lectura de la nota enviada por la señora Jiménez Zamora.
Agrega, que el criterio supra citado no afirma que se haya lesionado el derecho a la lactancia de las compañeras y que, en el tanto se cumpla con esta disposición, no existe razón para ser excluidas del rol de disponibilidad; además, menciona que el pago de la disponibilidad no es un rubro inherente al salario, por lo que solamente es pagado sí se realiza la disponibilidad; incluso existe un criterio similar emitido por esa oficina en 2016. Sin embargo, asegura que el Consejo Superior en 2017 resolvió a favor de una jueza que realizó una solicitud en ese sentido y le solicitó a la jefatura inmediata no incluir a la compañera en el rol de disponibilidad. 
Expresa que, en virtud de la gestión planteada por la señora Jiménez Zamora, le solicitó a la señora María Alexandra Bogantes Rodríguez, que, como especialista y  magistrada de la Sala Segunda, emitiera algún pronunciamiento al respecto. El criterio de la magistrada fue que tratándose de la tutela de este tipo de derechos deben tomarse en consideración las particularidades de determinados casos; además, considera que la denegatoria de la solicitud de exclusión del rol de disponibilidad de una madre trabajadora en periodo de lactancia no vulnera el derecho fundamental de la persona menor de edad a la lactancia materna, siempre y cuando se respete el tiempo diario al que tiene derecho para esos efectos; finalmente, estima que la respuesta no debe darse sin un análisis previo de cada situación. 
El señor Gary Amador manifiesta que sería interesante confrontar ambos criterios, por un lado el del Consejo Superior como máximo órgano jerárquico que resuelve a favor de la señora jueza, y  por otro lado, el emitido por la Dirección Jurídica. Aclara que en este caso particular, el asunto se resolvió a favor de la jueza, pese a los criterios jurídicos previos Considera que siempre es relevante contar con el criterio de la Comisión de Género, como órgano especialista. 

La señora Dinorah Álvarez concuerda en que el criterio de la Dirección Jurídica no violenta el derecho a la hora de lactancia, además existe la posibilidad de acordar el horario con la Jefatura, siempre en el entendido de que sea lo más favorable para la persona menor de edad. Afirma que el análisis de la magistrada María Alexandra Bogantes es muy completo y tiene un enfoque similar al emitido por la Dirección Jurídica. Sin embargo, cree que existe la posibilidad de que alguna funcionaria considere este criterio discriminatorio ya que se le estaría excluyendo del rol de disponibilidad por su condición, aún y cuando esté en total anuencia de asumirlo y recibir el pago correspondiente. 
Por su parte, el señor Robert Camacho sugiere como acción afirmativa del Poder Judicial fundamentar el criterio de la Comisión en la razón social de la maternidad y agrega que al criterio jurídico le falta perspectiva sobre esa razón social que conlleva la maternidad. La señora Yorleny Ferreto comenta acerca del comunicado que emitió la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial respecto a este asunto y explica los horarios ordinarios y de disponibilidad establecidos en el OIJ. En el comunicado mencionado se aclara que son siete horas laborales para las mujeres en periodo de lactancia, una vez transcurrido ese tiempo la Jefatura debe enviar alguien que sustituya a la persona que debe retirarse.
El señor Kenneth Álvarez expresa que los sindicatos tienen conocimiento de este tipo de solicitudes. Menciona que existen casos en los que la persona menor de edad requiere de un acompañamiento más cercano de su madre, o bien no hay forma de que ingiera leche de fórmula y agrega que, si bien es cierto, no se está generando un menoscabo de algún derecho laboral, sí podría eventualmente afectarse a la persona menor de edad, cuando una madre de familia requiere salir de su hogar en altas horas de la madrugada para asistir a un allanamiento, por ejemplo. Debido a esto, asegura que o que sería importante ahondar más en ese sentido.
La señora Damaris Vargas informa acerca de un caso que ingresó al Consejo de la Judicatura sobre una Jueza que solicitó un traslado a otra oficina debido a una situación particular de su hijo lactante, y menciona que, en dicho caso, se recomendó al Consejo Superior autorizar el traslado temporal hasta tanto el niño contara con mejores condiciones, para tales efectos se realizó un análisis de los derechos de los niños y niñas, así como de las políticas institucionales en esta materia; afirma que esto eventualmente podría servir de insumo, sin embargo desconoce lo resuelto por el Consejo Superior en este caso particular.
El señor Gary Amador señala que, en el caso anterior se acordó trasladar temporalmente la funcionaria debido al estado de salud del menor; agrega que en esto el Consejo Superior ha sido muy consecuente, sin embargo debe hacerse la diferencia entre la jornada ordinaria y la extraordinaria, como en el caso de OIJ, fiscalías y despachos que laboran en turno extraordinario, así como tomar en consideración que las funciones de algunos puestos pueden afectar a la madre en periodo de lactancia. Agrega que, en diversas ocasiones el Consejo Superior ha resuelto apoyado en criterios de las Comisiones, por lo que sería conveniente que la Comisión emita algún criterio como ente consultor del Consejo Superior. 
La señora Dinorah Álvarez manifiesta que, evidentemente concuerdan todos y todas con el análisis de la Magistrada María Alexandra Bogantes, y tal como lo indica el señor Gary Amador del Consejo Superior existen horarios ordinarios que son distintos a los establecidos en las disponibilidades. Agrega que el derecho está y no debe ser negado, y reitera que la Jefatura deberá coordinar con la persona el horario a convenir, privando el bienestar de la persona menor de edad, analizándose además cada caso particular, a efecto de determinar si la persona en razón de su condición debe o no ser excluida del rol de disponibilidad. 
Tanto la señora Paula Calderón como la fiscala adjunta María Gabriela Alfaro concuerdan en que no sería conveniente emitir una directriz general cuando se está en presencia de distintas realidades, puesto que el horario de disponibilidad no es el mismo en todas las instancias ni circuitos judiciales y que, en virtud de lo que se ha dicho, debe analizarse el caso concreto. El señor Kenneth Álvarez afirma que la directriz no debe ser facultativa sino obligatoria, y que no debe quedar a criterio de la Jefatura valorar el caso según la condición de la funcionaria. Agrega que, de igual manera, existe dificultad en los despachos que no cuentan con personal para que haga sustituciones. 
La Magistrada Carmenmaría Escoto sugiere trasladar el asunto al Consejo Superior a efecto de que se valore emitir una circular o recordatorio a las Jefaturas, en los términos ya dispuestos y en sentido genérico sin especificar el caso concreto, que la Comisión tome un acuerdo en ese sentido si a bien lo tienen.
Acuerdo: Esta Comisión conoció el criterio DJ-AJ-2515-2018 emitido por la Dirección Jurídica respecto de la disponibilidad laboral de las mujeres en periodo de lactancia, en el cual se mencionan dos antecedentes en este tema, uno en el año 2016 también de la Dirección Jurídica y el otro del 2017dictado por el Consejo Superior, ambos con una posición distinta. Asimismo, se analizó el informe solicitado a la señora María Alexandra Bogantes Rodríguez al respecto, donde se hace referencia a los criterios antes mencionados y se brindan algunas recomendaciones para resolver este tipo de situaciones. Por lo anterior, y tomando en consideración lo discutido en esta sesión, la Comisión considera oportuno solicitarle al Consejo Superior que se dicte una circular dirigida a todas las Jefaturas institucionales, reiterando primeramente su deber de respetar el derecho a la lactancia materna, tanto en jornadas ordinarias como extraordinarias, cuyo horario deberá ser a convenir y coordinado entre la Jefatura y la funcionaria, analizando siempre la situación particular de la mujer y privando el interés superior de la persona menor de edad. Asimismo, cuando una funcionaria solicite ser excluida del rol de disponibilidad, deberá la Jefatura analizar las razones que fundamenten dicha solicitud a efecto de determinar si amerita o no su exclusión, dicho análisis en concordancia con las políticas institucionales en materia de género. 
2. La señora Xinia Fernández comenta que la señora Karla Montenegro Meza remitió una nota sobre el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 75-18 del 23 de agosto del 2018, relacionado con la devolución de los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que actualmente son debitados a las funcionarias judiciales que están con licencia de maternidad. En la nota mencionada la señora Montenegro Meza insta a la Comisión de Género para que solicite al Consejo Superior reconsiderar lo indicado en el acuerdo 3, el cual señala (cito textualmente): “Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas”.
Lo anterior por considerar que, debido a la improcedencia de estos rebajos lo que correspondería es que la Dirección de Gestión Humana realice de manera automática la devolución de dichos montos, sin que tenga que existir una gestión previa de la parte interesada. O en todo caso, que se informe lo resuelto a toda la comunidad judicial a efecto de que puedan realizar la gestión. Continúa indicando que conversó con la Jefa de Salarios de la Dirección de Gestión Humana con el fin de obtener mayor información al respecto y que ésta le informó que el día 17 de septiembre del año en curso, remitieron a la Secretaría General de la Corte una gestión para que se indiquen los términos en que debe ejecutarse el acuerdo tomado, ya que no se indicó si existe un plazo para poder gestionar la devolución del dinero y que existen mujeres cuya licencia por maternidad data del año 2004.

La magistrada Carmenmaría Escoto informa que sobre este asunto el Consejo Superior resolvió que el Poder Judicial es un mero recolector del impuesto referido, puesto que le pertenece al Ministerio de Hacienda, y que, en virtud de ello, las personas afectadas deberán acudir a la instancia mencionada para solicitar la devolución de esos montos. Sin embargo, es importante orientar sobre cómo y dónde deben acudir. La señora Xinia Fernández propone que la Dirección de Gestión Humana haga un comunicado sobre lo dispuesto por el Consejo Superior en ese sentido. Por su parte, la señora Ivannia Aguilar, Sub Directora de le oficina en mención, expresa que una vez el acuerdo adquiera firmeza y les sea notificado procederán a emitir el comunicado al personal judicial.
Acuerdo: En virtud de que este asunto fue conocido recientemente por el Consejo Superior, una vez que sea notificado lo resuelto a la Dirección de Gestión Humana, esta instancia procederá con la divulgación del comunicado respectivo, con el fin de informar a las mujeres afectadas acerca del trámite que deben seguir para solicitar el reintegro del dinero rebajado, esto por concepto de impuesto sobre la renta durante su licencia por maternidad.
3. La señora Xinia Fernández explica el contenido del informe 106-ES-2018 de la Sección de Estadísticas, el cual refiere a las personas fallecidas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017, para lo cual se proyecta una diapositiva con los datos más relevantes del informe.
Acuerdo: Se toma nota del informe 106-SET-2018 de la Sección de Estadísticas, relacionado con las muertes por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017; remítase dicho informe a las personas que integran la Comisión de Género.
4. Puntos varios: 
4.1 La señora Xinia Fernández comenta que el 29 de agosto del año en curso se recibió el informe de labores de la ex magistrada Doris Arias Madrigal, mediante el cual hace un abordaje sobre su participación dentro del Poder Judicial en cuanto al tema de género. Agrega que el documento se encuentra a disposición en la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, para quienes deseen conocerlo con más detalle.
4.2 Seguidamente, se recibe a la señora Mauren Navas Orozco, quien fue invitada a la sesión por la magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, en virtud de su reciente nombramiento como Sub Auditora del Poder Judicial. La señora Xinia Fernández da la bienvenida a doña Mauren, manifiesta que el objetivo de la invitación es comentarle de manera breve sobre la existencia de la Comisión de Género, la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia y la Política de Igualdad de Género.
Señala que, la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia tiene una larga trayectoria en la búsqueda de la equidad, sobre todo en puestos de alto nivel; por lo que es una gran satisfacción contar con una mujer en el puesto de Sub Auditora, ya que históricamente son puestos que han estado ocupados por varones. Asimismo, se pone a disposición por si desea conocer con mayor detalle acerca del trabajo que realiza la Secretaría, así como las políticas con que cuenta el Poder Judicial.

La señora Mauren Navas agradece la invitación, así como a la institución por haberla nombrado, afirma ser una mujer de retos que cree y apoya totalmente a la mujer, ofrece sus servicios siempre dentro del marco de las competencias que le corresponden según lo indica la Ley de Control Interno, brindando asesoría y advirtiendo, ya que se considera fiel creyente de los servicios preventivos como una forma más rápida y ágil que un servicio de auditoría. 
La magistrada Carmenmaría Escoto expresa que este nombramiento refleja una lucha de las mujeres en el ámbito laboral, valora la capacidad de doña Mauren, su actitud, claridad y deseo de cooperar, y es un honor tenerla como parte de la institución. Por su parte, la señora Dixie Mendoza también le da una cordial bienvenida, se pone a disposición y le invita a ingresar al sitio web del Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia, a efecto de que conozca un poco más del trabajo que se realiza en la oficina.
La señora Xinia Fernández agrega que, se encuentra elaborando un pequeño estudio sobre la participación de las mujeres como magistradas titulares y suplentes. Entre lo más relevante del estudio se tiene que, en 192 años de existir el Poder Judicial únicamente ha habido 1 presidenta de Corte, 11 magistradas titulares y 47 suplentes, y sin embargo, se han nombrado 63 presidentes en ese mismo lapso de tiempo. Por lo que, la lucha para impulsar a las mujeres y que estas alcancen altos puestos aún continúa.
4.3 Continúa mencionando el acuerdo tomado por Corte Plena en cuanto al Reglamento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, respecto del tema de la paridad en la integración de la junta. Señala que, en el momento de la discusión se acordó solicitar a la Comisión de Género emitir un pronunciamiento, sin embargo la Secretaría no tuvo conocimiento de esa solicitud. Inicialmente, las magistradas defendieron la propuesta de que 3 titulares y 3 suplentes los designara Corte Plena y 3 titulares y 3 suplentes los eligiera el personal judicial, ello con la finalidad de hacer este nombramiento participativo.
Finalmente, esta semana se aprobaron todas las reformas al reglamento y se trasladó el acuerdo para conocimiento del a Comisión de Género y la SUPEN, para lo que a bien tengan manifestar. Por lo anterior, conversó con la señora Waiman Hin, Jefa de la Dirección de Gestión Humana a efecto de que se valorara incluir en el concurso una viñeta que invite a las mujeres del Poder Judicial que reúnan los requisitos a que participen.
La señora Carmen Quesada de la Dirección de Tecnología de la Información expresa que ya coordinaron con el Departamento de Prensa para incluir esta viñeta en las cápsulas informativas que se divulgarán para esos efectos, se instará a participar tanto en la elección como en el concurso.
Acuerdo: Verificar que la Dirección de Gestión Humana en conjunto con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, incluyan en las cápsulas que se divulgarán para el concurso de integración de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, una viñeta para instar a las mujeres que cumplen con los requisitos a participar, tanto en el concurso como en la elección.
4.4 Por último, la Magistrada Carmenmaría Escoto desea comentar varios asuntos, en primer lugar, hacer saber su parecer de retomar las relaciones de esta Comisión con la Asociación de Juezas; agrega que cree importante realizar algún tipo de actividad conjunta en la cual sea posible discutir aspectos esenciales de la Comisión y la Asociación; de igual manera considera importante que se integren también fiscalas, defensoras y letradas. Deja la inquietud.
Asimismo, informa que recientemente fue aprobado el Código Procesal Agrario, primer Código redactado por mujeres y con redacción inclusiva. También a partir del lunes 8 de octubre entra en vigencia el nuevo Código Procesal Civil, al respecto se aprobó también una reforma al transitorio en el sentido que, hasta tanto entre a regir el nuevo Código Procesal de Familia se continuará aplicando el Código vigente, en el entendido de que cesará esa aplicación cuando se haya aprobado el nuevo Código.
4.5 Por último, la señora Xinia Fernández reitera que el próximo 23 de noviembre se estará realizando en el auditorio del OIJ, la actividad conmemorativa “Día Internacional contra la Eliminación de la Violencia contra la Mujer”, donde se proyectará la película “Sara, no estás sola” basada en hechos reales. Por su parte, la señora Dixie Mendoza manifiesta que se divulgará una campaña alusiva a la fecha, también se estará utilizando el hashtag “en modo naranja”, donde se insta al personal judicial a vestirse con alguna prenda en este color para apoyar el movimiento. 
Acuerdo: se toma nota de lo indicado por la Magistrada Escoto y la señora Xinia Fernández.  
Finaliza la sesión al ser las 16:00 horas.
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                    Corte Suprema de Justicia


                           Secretaría General




San José, 11 de setiembre de 2018

N° 9404-18

Al contestar refiérase a este # de oficio


Señora


Máster Roxana Arrieta Meléndez


Directora interina de Gestión Humana

Estimada señora:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, que literalmente dice:


“ARTÍCULO XLI


DOCUMENTO N° 9520-18


La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, ambas de Gestión Humana y las licenciadas Maureen Siles Mata, Jefa Administración Salarial, Yexinia Zúñiga Martínez, Coordinadora Unidad de Deducciones, mediante oficio N° 2877-UD-AS-2018 del 3 de agosto de 2018 gestionaron:


“Mediante correo electrónico de fecha 29 de agosto de 2017, la Dirección de Gestión Humana solicitó a la Dirección Jurídica el criterio legal con respecto a la gestión presentada por la servidora judicial Marcela Araya Rojas, mediante la cual requiere que se le reconozcan los montos que fueron deducidos de su planilla correspondientes al impuesto sobre la renta por gozar de una licencia con maternidad, según se muestra a continuación:


“[…] Por este medio, la suscrita Marcela Araya Rojas, cédula de identidad número 2-559-468, y quien actualmente me encuentro nombrada en propiedad como Fiscal en el Poder Judicial, en forma respetuosa me dirijo a su persona con el fin de realizarle la siguiente consulta. 

Desde el día 21 de agosto del año en curso estoy disfrutando de una licencia por maternidad. Al consultar la planilla correspondiente a la segunda quincena del mes de agosto de 2017, observo que se ha deducido de mi salario un monto de ¢154,241.07 por concepto de impuesto sobre la renta. 


Según tengo conocimiento existe una resolución, propiamente la número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, de fecha 01 de noviembre de 2016, (misma que ya se encuentra incorporada en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) como jurisprudencia administrativa, y la que se adjunta con el presente correo) mediante la cual ante consulta realizada a dicha Dirección, se estableció que a las mujeres que se encuentren gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.


En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Por este motivo, le consulto si en el Poder Judicial se han tomado las medidas necesarias para dar efectivo cumplimiento a este pronunciamiento de la Dirección General de Tributación Directa, en la cual se establece las reglas de interpretación del artículo 35 de la Ley de Impuesto sobre la Renta; y si aún no se han realizado los ajustes, le solicito de manera respetuosa proceda a efectuar las gestiones internas o administrativas que se requieran para tal fin, excluyendo así la deducción de impuesto sobre la renta sobre mi salario por los próximos cuatro meses. 

No omito indicar que solicito también de manera respetuosa se proceda a aplicar el procedimiento retroactivamente a la presentación de esta misiva mediante correo electrónico, de manera que se reconozcan los montos que eventualmente sean deducidos de mi planilla correspondientes al impuesto sobre la renta, desde el día 21 de agosto de 2017, fecha en la cual inició mi licencia por maternidad. […]”.


De lo anterior, la Dirección Jurídica remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:


“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, mas sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba  que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo.


Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Por lo anterior, se solicita al estimable Consejo Superior la autorización para realizar las devoluciones de los montos de impuestos de renta, únicamente en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad, además, se requiere conocer si las devoluciones se deberán realizar a solicitud de cada servidora judicial o de oficio, ya que conforme lo dictado, correspondería a esta Dirección de Gestión Humana realizar ajustes en los sistemas informáticos o diseñar un reporte que determine los montos respectivos, así como definir el procedimiento correspondiente.”


- 0 -

Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ”

       Atentamente, 


Ricardo Calderón Fernández 


Prosecretario General Interino

c:
Auditoría

Dirección Jurídica


Departamento Financiero Contable


Licda. Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General

Diligencias / Refs: (9520-18)

Claudio

Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711
     Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr    Fax: (506) 2295-3706          Apdo: 1-1003 San José
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27 de setiembre de 2018


M.Sc. Xinia Fernández Vargas

Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia

Poder Judicial

Ref: Solicitud de criterio del 18 de setiembre de 2018.

Estimada doña Xinia:


El 18 de setiembre del presente año, mediante correo electrónico me solicitó criterio respecto del tema de la lactancia y el trabajo en disponibilidad, que será conocido en la próxima sesión de la Comisión de Género, el cual con todo gusto, rindo en los siguientes términos.


1. ANTECEDENTES 


La Dirección Jurídica del Poder Judicial rindió el informe DJ-AJ-2515-2018 del 1 de agosto de 2018 remitido al señor José Arnoldo González Castro, Supervisor Nacional de la Defensa Pública, relativo a una solicitud de dos compañeras defensoras públicas, tendente  a que se les excluya del rol de disponibilidad, por estar gozando del derecho al periodo de lactancia.  En dicho informe se concluyó cuanto sigue:  “Con fundamento Constitución Política, el Código de Trabajo,la Ley General de la Administración Pública y el Reglamento de Compensación por Disponibilidad, para los efectos de la presente consulta, se concluye lo siguiente:

· La disponibilidad es un plus salarial, que debe ser remunerado, el cual obedece a un pacto por acuerdo con el patrón, originando una obligación de permanecer alerta fuera de la jornada ordinaria de trabajo, inclusive en días inhábiles (feriados y de descanso semanal) para atender eventos o emergencias impostergables, por lo tanto, no se constituye en una prestación invariable ya que es inherente al puesto no a la persona, de esta manera no se puede alegar derechos adquiridos sobre dicho plus. Claro esto en caso de que la persona servidora se encuentre en una situación que le impida desempeñarse en el puesto o no esté sujeta al rol debe suprimírsele su remuneración. 

· Es importante tomar en cuenta que las servidoras en período de lactancia están protegidas por un fuero especial, ante despidos injustificados o algún acto de discriminación por parte del empleador, debido a esto se le debe de respetar la hora diaria de lactancia a la cual tiene derecho el menor.


· Sobre la consulta en estudio, esta asesoría Jurídica no encuentra ningún impedimento para que se incluyan dentro del rol de disponibilidad las servidoras que gocen de la citada licencia, siempre que dentro de este se respete e incluya la hora diaria de lactancia materna, lo cual deben de tomar encuentra las jefaturas de cada oficina o despacho ya que son los responsables y encargados de realizar dichos roles.


· Ahora bien, en caso de una solicitud de exclusión de dicho rol por parte de alguna servidora judicial, quedará a criterio y bajo responsabilidad de cada jefatura de las respectivas oficinas o despachos, valorar y determinar de manera casuística si corresponde o no, debido a que ellos son los encargados de elaborar dichos roles, tomando en cuenta que, si de manera excepcional se acoge, deberá suspenderse dicho plus de la disponibilidad, hasta que se reintegre a sus funciones”.


II.-  OBJETO.La señora defensora pública Ligia Jiménez Zamora hizo la siguiente solicitud a la Comisión de Género: “Mediante criterio jurídico DJ-AJ-2515-2018 del primero de agosto de 2018,  la Dirección Jurídica del Poder Judicial señaló que las mujeres en período de lactancia deben realizar la disponibilidad laboral, respetándose su hora diaria de lactancia. De importancia a fin de conocer todo el documento, sería solicitarlo a la Dirección Jurídica. En virtud de que los derechos humanos son progresivos y que estos incluyen no solo a la madre, en este caso trabajadora del Poder Judicial, sino también a su hijo-a, con el debido respeto, solicito que se pueda valorar en la Comisión de Género este criterio jurídico. Pues quien suscribe como madre trabajadora del Poder Judicial creo que el período de lactancia como mínimo hasta el primer año es determinante en el-la menor, y las condiciones tanto de la madre como del-la menor son de igual o mayor vulnerabilidad que cuando se está embarazada, y si bien es cierto debe respetarse la hora de lactancia diaria, cuando se está en disponibilidad, sea diaria, semanal o de fin de semana, se está en riesgo, se nos llama a cualquier hora, sea en la madrugada, día o noche, por pocas o muchas horas, por ejemplo un allanamiento un sábado, y el-la menor lactantante no va a tener a su madre por períodos largos. En ese sentido pareciera vulnerarse los derechos de la madre y del-la menor lactante si ésta tiene que hacer disponibilidad (véase la posición de las mujeres que laboran en el OIJ, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Judicatura, sobre todo en materia penal)./Por lo anterior, si así lo estiman desde la Comisión de Género, solicito se retome el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial en este punto en concreto, valorándose la transversalización de género en todas las resoluciones o criterios que  se emitan desde el Poder Judicial, para estimar si es acorde con las perspectivas de género actuales y la progresividad y respeto de los derechos humanos de las mujeres y sus hijos-as”.


III.-  CRITERIO.Para abordar el tema planteado es necesario partir del derecho fundamental a la no discriminación y de la tutela de la madre trabajadora y de su su hijo o hija, para luego, valorar si de alguna manera se vulneran al mantener en roles de disponibilidad a las madres trabajadoras que se encuentran en periodo de lactancia.

a) SOBRE LA NO DISCRIMINACIÓN  DE LA MUJER Y LA TUTELA DE LA MADRE TRABAJADORA Y DEL NIÑO O DE LA NIÑA.

En la jurisprudencia de la Sala Segunda, se incluye un vasto fundamento jurídico sobre el derecho de la mujer a trabajar en un ambiente libre de violencia, desprovisto de discriminación alguna (artículos 33, 51 y 56 todos de la Constitución Política).  En ese sentido, se ha tutelado el derecho de las mujeres a acceder a los puestos de trabajo y desarrollarse laboralmente en igualdad de condiciones con los hombres.  También se ha destacado que el  trabajo en tanto derecho humano, no le puede ser negado por el hecho del embarazo o de la lactancia, acto discriminatorio que desconoce la maternidad como función social.  En el mismo sentido, es importante tener presente la regulación contenida en el Convenio 111 de la Organización Internacional del Trabajo, Sobre la discriminación (empleo y ocupación), ratificado por Ley número 2848, del 26 de octubre de 1961, especialmente, sus numerales 1 y 2.  El primero, entiende por discriminación: cualquier distinción, exclusión o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por afecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación. Por su parte, el segundo, dispone que los países se obligan a formular y llevar a cabo una política nacional que promueva por métodos adecuados a las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de oportunidades y de trato en empleo y ocupación, con el fin de eliminar cualquier discriminación a este respecto. De singular importancia es la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “CONVENCIÓN BELEM DO PARA”, ratificada por Ley número 7499, del 2 de mayo de 1995, la que en su numeral 6 establece el derecho de toda mujer a una vida libre de  violencia, el cual incluye, entre otros, el derecho a ser libre de toda forma de discriminación.En ese mismo la Ley número 2694, del 22 de noviembre de 1960,  Ley Sobre la Prohibición de la Discriminación en el Trabajo establece: “Prohíbase toda suerte de discriminación, determinada por distinciones, exclusiones o preferencias, fundadas en consideraciones sobre raza, color, sexo, edad, religión, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, filiación o situación económica, que limite la igualdad de oportunidades o de trato en materia de empleo u ocupación”.  Luego, el título Octavo del Código de Trabajo reformado por la Ley número 9343 del 25 de enero de 2016, denominado “Prohibición de Discriminar”, en su artículo 404 expresa: “Se prohíbe toda discriminación en el trabajo por razones de edad, etnia, sexo, religión, raza, orientación sexual, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, filiación, discapacidad, afiliación sindical, situación económica o cualquier otra forma análoga de discriminación”.  Incluso esta ley, contempla un nuevo proceso: “Protección en fueros especiales y tutela del debido proceso”, en el cual se pueden conocer solicitudes de tutela por discriminación por cualquier causa (numerales 540 y siguientes).  

Ahora bien, existen normas que específicamente tutelan a la trabajadora embarazada o en periodo de lactancia, partiendo, desde luego, de la propia Constitución Política.  Así,  su  artículo 51 reza: “La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido”.En ese mismo sentido, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada por Ley número 6968, del 2 de octubre de 1984, se ocupa particularmente del trato discriminatorio de la mujer en razón de la maternidad: “1. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular: a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho  a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico; d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a la  evaluación de la calidad del trabajo; e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes, tomarán medidas adecuadas para: a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y a la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables  sin pérdidas del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella...” (Artículo 11). 


Por su parte, el artículo 32 de  la  Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, número 7142 del 2 de marzo de 1990, reformóel artículo 94 del Código de Trabajo e introdujo el numeral 94 bis, estableciéndose aquella protección especial para las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia. El primero, establece una prohibición para la parte empleadora, de despedir a las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia, salvo el caso de la comisión de una falta grave, respecto de los deberes originados en el contrato de trabajo, según el numeral 81 ídem. Por su parte, el 94 bis ibídem establece el derecho de la trabajadora, despedida en contra de lo regulado en el 94 anterior, a ser reinstalada en el puesto que desempeñaba, con el pleno goce de todos sus derechos.  

Para el tema que nos ocupa, interesan particularmente, las regulaciones contenidas en los numerales 95 y 97, que por su orden y en lo de interés expresan:  “Artículo 95.- La trabajadora embarazada gozará obligatoriamente de una licencia remunerada por maternidad, durante el mes anterior al parto y los tres posteriores a él. Estos tres meses también se considerarán como período mínimo de lactancia, el cual, por prescripción médica, podrá ser prorrogado para los efectos del artículo anterior...” (énfasis suplido).  Y, “ARTICULO 97.-/ Toda madre en época de lactancia podrá disponer en los lugares donde trabaje de un intervalo de quince minutos cada tres horas o, si lo prefiere, de media hora dos veces al día durante sus labores, con el objeto de amamantar a su hijo, salvo el caso de que mediante un certificado médico se pruebe que sólo necesita un intervalo menor./ El patrono se esforzará por procurarle algún medio de descanso dentro de las posibilidades de sus labores, que deberá computarse como tiempo de trabajo efectivo, al igual que los intervalos mencionados en el párrafo anterior, para el efecto de su remuneración”.  A ello cabe agregar, la necesidad de fomento y protección de la lactancia materna (Ley número 7430 del 14 de setiembre de 1994 “Ley de Fomento de la Lactancia Materna”).

Además, en la nueva normativa procesal laboral, en el ya mencionado proceso de “Protección en fueros especiales y tutela del debido proceso”, se conocen solicitudes de tutela por quebranto al fuero  de la trabajadora embarazada o en periodo de lactancia (numerales 540 y siguientes del Código de Trabajo).  

Lo considerado hasta el momento, tiene que ver con los derechos de la madre trabajadora.  Mas, deben tenerse presente que, la licencia por lactancia es un derecho de la madre y del niño y de la niña  (sentencias de la Sala Constitucional números 6250 de las 17:27 horas del 15 de noviembre de 1995, 6703 de las 10:20 horas de 17 de mayo de 2013 y 12595 de las 9:05 horas del 1 de agosto de 2014).  En ese sentido también debe aplicarse en esta materia el interés superior del niño y de la niña, garantizado, como se dijo, a nivel constitucional y normativa supra constitucional.  Así, se ha considerado: “En el caso de la lactancia materna , este principio resulta de plena aplicación, toda vez que se trata de un derecho irrenunciable para el niño y se sustenta en lo dispuesto en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que reconoce el derecho que tiene todo niño a disfrutar del más alto nivel de salud, lo que incluye una buena nutrición y el reconocimiento de las ventajas de la lacgtancia materna . Por lo que si: "(...) a la madre debe procurársele la posibilidad de amamantar a su hijo, constituyéndose así un derecho a su favor, este derecho surge precisamente de la necesidad y de ese derecho que tiene todo niño a ser amamantado por su madre según la Convención referida" (ver sentencias número 1995-6250 de las 17:27 horas del 15 de noviembre de 1995 y 2008-009251 de las 9:46 horas del 4 de junio del 2008)./ En ese sentido, las autoridades administrativas y judiciales tienen la obligación de reconocer y aplicar el principio del interés superior del menor, como pauta hermenéutica en la resolución de las diversas controversias que involucren a menores de edad, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes a los intereses de esta población. Se trata de aplicar la normativa con un enfoque infantocéntrico, procurando siempre aquella solución que resulte de mayor beneficio para la persona menor de edad (ver sentencia No. 2013-6703 de las 10:20 horas del 17 de mayo de 2013)”  (Votode la Sala Constitucional número 12028 de las 9:30 horas del 26 de agosto de 2016).  Ese  mismo antecedente se fundó en lo siguiente:  “Por su parte en la Declaración de Spedale degli Innocenti de la OMS/UNICEF (Florencia de 30 de julio al 1° de agosto de 1990), “Sobre la protección, promoción y apoyo de la lactancianatural”, sobre el derecho de las madres de amamantar exclusivamente a sus hijos y de todos los lactantes de ser alimentados con pecho, desde el nacimiento hasta los seis meses de edad, y de seguir siendo amamantados, recibiendo, concomitantemente, alimentos complementarios apropiados y en cantidades suficientes, hasta los dos años de edad o más. Igualmente, relevante es lo reconocido en la 55ª Asamblea Mundial de la Salud de la Organización Mundial de la Salud denominada “Promoción de una alimentación apropiada de los lactantes y los niños pequeños”, celebrada de 13 a 17 de marzo de 2000, en Ginebra, al indicar lo siguiente:/“(…) Las madres y sus bebés forman una unidad biológica y social inseparable; la salud y la nutrición de un grupo no puede separarse de la salud y la nutrición del otro (…) la estrategia mundial para la alimentación del lactante y del niño pequeño se basa en el respeto, la protección, la facilitación y el cumplimiento de los principios aceptados de derechos humanos. La nutrición es un componente fundamental y universalmente reconocido del derecho de los niños al disfrute del más alto nivel posible de salud, tal como se declara en la Convención sobre los Derechos del Niño. Los niños tienen derecho a recibir una nutrición adecuada y a acceder a alimentos inocuos y nutritivos, y ambos son esenciales para satisfacer el derecho al más alto nivel posible de salud (…). 

Por último no puede debe tenerse presente que conforme con la jurisprudencia constitucional el disfrute de la licencia por lactancia puede prorrogarse siempre que exista certificación médica que acredite esa circunstancia. 


b) CRITERIO SOBRE EL TEMA PLANTEADO.

En relación con el tema que se plantea en  la consulta, precisa partir de que la disponibilidad es obligatoria en el desempeño de ciertos  puestos en el Poder Judicial,  por la cual la persona trabajadora recibe una retribución salarial, siempre que cumpla con el rol de disponibilidad.  Para el supuesto de no cumplirlo, no tiene un derecho adquirido a ese pago.  Por ello, en modo alguno, podría excluírsele de oficio de ese tipo de roles.  En ese sentido, la Sala Constitucional, en un asunto semejante, consideró discriminatorio el cambio unilateral por parte del patrono del horario,  que afectaba la entrada económica de una trabajadora, así:  “ 2) Sobre el cambio de horario: El segundo alegato de la recurrente está referido a que las autoridades recurridas decidieron pasarla de un horario rotativo a laborar únicamente en el primer turno, lo cual le ocasionaba consecuencias económicas perjudiciales (pues perdía el incentivo de rotación y recargos). Considera la recurrente que dicho cambio obedece a una discriminación por cuanto “el haber ejercido el derecho fundamental de mis hijos a ser amamantados, ha causado que las jefaturas del Hospital Nacional de Niños, específicamente Dirección de Enfermería … emita un trato discriminatorio, que perjudica mi ámbito laboral, personal y económico.” Al respecto, si bien es cierto esta Sala ha indicado que todas las cuestiones de cambios de horario, son en principio cuestiones de legalidad y no de constitucionalidad, en este caso, por estar asociado dicho cambio a un alegato de discriminación, en razón de estar la afectada en lactancia materna , se admite dicho alegato para estudio. De los informes y las pruebas aportadas se constata que, los recurridos tomaron la decisión de cambiar el horario de la recurrente debido a la licencia por lactancia materia, así se desprende del informe cuanto se dice: “… en razón de que se estaba en espera de la respuesta ante consulta al Lic. … sobre el tiempo real que la colaboradora debía disfrutar la licencia por lactancia materna, se tomó la decisión en aras de no ver interrumpido la continuidad de los servicios esenciales en salud en el Servicio de Infectología y a fin de dar una cobertura al interés público se decisión programarla en la rotación anual el horario de 6 am-2pm, mientras tanto se pronunciaba el ente rector de dichas políticas a nivel nacional.” Así entonces se desprende una relación causal, entre la licencia por lactancia materna y el cambio de horario, denotándose un trato discriminatorio en su caso” (Voto de la Sala Constitucional Número 6353 de las  9:15 horas del 5 de mayo de 2017).

Aclarado lo anterior, el punto que se plantea, tiene que ver con  la solicitud que hacen las propias  trabajadoras para que se les excluya del rol de disponibilidad.  Sin lugar a dudas, esto tendría incidencia negativa en la organización del trabajo de diversas maneras, la cual en todo caso, no podría prevalecer en el supuesto de que se demostrara que dicha exclusión resulta necesaria para garantizar la tutela de derechos fundamentales de la madre trabajadoray/o de su hijo o hija.  Existe un antecedente de la Sala Constitucional que abordó un caso parecido, en el que, entre otros reclamos, se alegó que, a una trabajadora que disfrutaba de licencia por lactancia, la empleadora le fijó un rol de trabajo, debiendo laborar en una jornada diaria de 12 horas, alternando dos días laborados, dos días libres, en horario diurno y nocturno: “IV.- Acerca del derecho a la lactancia. Esta Sala ha señalado que el derecho a la lactancia es irrenunciable y obedece, a su vez, a lo dispuesto en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que reconoce el derecho que tiene todo niño a disfrutar del más alto nivel de salud, lo que incluye una buena nutrición y el reconocimiento de las ventajas de la lactancia materna. Por lo que si: "(...) a la madre debe procurársele la posibilidad de amamantar a su hijo, constituyéndose así un derecho a su favor, este derecho surge precisamente de la necesidad y de ese derecho que tiene todo niño a ser amamantado por su madre según la Convención referida" (sentencia No. 6250-95 de las 17:27 hrs. del 15 de noviembre de 1995 y No. 2008-009251 de las 9:46 hrs. del 4 de junio del 2008). En autos, se encuentra plena e idóneamente acreditado que la amparada disfrutó de un periodo de lactancia hasta que su hijo cumplió dos años de edad, el cual venció el 9 de marzo del 2015, pero el médico recomendó que se le extendiera el permiso por 6 meses más. Que, por ello, mediante acción de personal No. 034-2015 del 10 de marzo del 2015, se le otorgó licencia para lactancia de su hijo por una hora por día, del 10 de marzo al 10 de setiembre del 2015. Además, según informó el alcalde de Heredia –bajo la solemnidad del juramento y con las consecuencias legales que implica-, se acordó con la amparada que la hora de lactancia la tomaría los días que se encuentra de día de 06:00 a.m. a 07:00 a.m., por lo que entra a laborar a las 07:00 a.m. y los días de noche de las 05:00 a.m. a las 06:00 a.m., por lo que se retira de las labores a las 5:00 a.m. Así, se tiene que pese al cambio de horario laboral aquí objetado, lo cierto del caso es que la amparada continúa disfrutando de su derecho a la lactancia (informes y prueba aportada). A mayor abundamiento, no consta de modo alguno que dicha variación horaria le impida a la amparada alimentar a su hijo. Bajo esa tesitura, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado” (sentencia de la Sala Constitucional número 4289 de las 9:30 horas del 27 de marzo de 2015) (énfasis suplido). 

En el caso que nos ocupa, del Informe rendido por la Asesoría Jurídica queda claramente establecido que a las gestionantes, se les  debe garantizar el tiempo de lactancia mientras cumplen  la disponibilidad.  En ese sentido se indica:  “... Sobre la consulta en estudio, esta asesoría Jurídica no encuentra ningún impedimento para que se incluyan dentro del rol de disponibilidad las servidoras que gocen de la citada licencia, siempre que dentro de este se respete e incluya la hora diaria de lactancia materna, lo cual deben de tomar encuentra las jefaturas de cada oficina o despacho ya que son los responsables y encargados de realizar dichos roles”.


 En ese orden de ideas, en principio, el caso de que se conoce debería recibir semejante respuesta a la que dio el órgano contralor de constitucionalidad en el citado antecedente número número 4289 de las 9:30 horas del 27 de marzo de 2015, pues, el derecho a la lactancia se encuentra garantizado y, por ende, no podría estimarse que exista una obligación a cargo de la respectiva jefatura de excluirlas del rol de disponibilidad.  


Mas, se advierte, que dicha solución es en tesis de principio, porque en tratándose de la tutela de este tipo de derechos, en modo alguno se pueden dejar de visualizar las particularidades de determinados casos,  a efectos de analizar si ameritan una solución distinta, para garantizar el efectivo respeto de los derechos fundamentales.Para ilustrar esto último, se puede consultar el voto de la Sala Constitucional relativo a la concesión de un permiso con goce de salario a una madre atendiendo el problema de salud de su hija, en el que se consideró: “VI.-/Sobre las actuaciones de la Corte Suprema de Justicia.-/ En razón de existir un Convenio entre la CCSS y la CSJ suscrito en 1994, esta última procede a otorgar una licencia con goce de salario en caso de incapacidad del servidor judicial para posteriormente recobrar el 60% del salario mensual a la CCSS. Sin embargo,los supuestos para otorgar licencias con goce de salario dentro del Poder Judicial van más allá que la existencia de una incapacidad, es decir, toda incapacidad tramitada por un funcionario judicial implica -en virtud del citado convenio- una licencia con goce de salario, pero no toda licencia con goce de salario tiene como supuesto una incapacidad. De esta forma, aunque no exista incapacidad, la Corte Suprema de Justicia, en tanto patrono, tiene la potestad de otorgar una licencia con goce de salario en otro tipo de supuestos, que por su especialidad y excepcionalidad lo ameriten y sean autorizados. En este caso, comprueba esta Sala que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial y excepcional que amerita y justifica plenamente un otorgamiento de una licencia con goce de salario. Ciertamente la excepcionalidad de la situación de la recurrente deriva de la concurrencia de tres hechos, primero está de por medio la salud de una menor de edad que corre el riesgo de tener una incapacidad visual mayor, segundo existe criterio médico cierto y reiterado en el sentido de que la presencia de la madre es indispensable y esencial para el tratamiento requerido por la menor, de forma tal que, atendiendo al interés superior de la menor debe ser la madre -y no otra persona- la que ayude en su tratamiento, y tercero la solicitud de permiso con goce de salario fue solicitada por un período de tiempo razonable, a saber, seis meses. Aunque ciertamente la normativa institucional de la Corte Suprema de Justicia no contempla este caso específico para otorgar una licencia con goce de salario, en el subjudice, una interpretación estricta de la literalidad de las normas sin valorar el interés superior de la menor amparada, quien tiene por demás una incapacidad visual (derechos que están protegidos por normas de más alto rango como lo son los Tratados Internacionales mencionados) y sin atender criterio médico que prescribe como absolutamente indispensable la presencia de la madre en el tratamiento de la menor ocasiona que la negativa de su patrono público a otorgarle a la recurrente -su madre- una licencia con goce de salario con el fin de darle tratamiento a su hija sea absolutamente violatorio de los derechos fundamentales de la menor y de las obligaciones estatales al respecto. El deber de protección del Estado a la niñez, en especial a su salud, no puede ceder ante una torcida interpretación administrativa de una norma de inferior rango, como para no considerar que en este caso específico y excepcional donde está en juego la salud presente y futura de la menor amparada no sea un caso cuya excepcionalidad amerite el otorgamiento de una licencia con goce de salario a su madre. Atendiendo la posible violación de los derechos de la menor amparada es que esta Sala ordenó desde el mes de diciembre del 2004 como medida cautelar, entre tanto se contaba con los elementos suficientes para resolver este recurso, a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial el otorgamiento a la recurrente de la licencia con goce de salario; medida que fue incumplida y desobedecida tal y como lo afirma el propio Director Ejecutivo del Poder Judicial (folio 200-201) cuando dice que concederá la licencia con goce de salario únicamente por treinta días, desobediencia que esta Sala deplora principalmente por el posible daño que ello causó en la menor amparada y porque es una situación injustificable, sobretodo entratándose de un funcionario judicial que debe conocer y respetar el carácter obligatorio de las resoluciones y órdenes que emita esta Sala Constitucional./VII.-/En conclusión.- De conformidad con los motivos expuestos anteriormente y atendiendo al interés superior de la menor amparada, el amparo resulta procedente en contra de la Corte Supremade Justicia, por lo que se ordena al Consejo Superior del Poder Judicial el otorgamiento de la licencia con goce de salario a la recurrente por el plazo de seis meses” (sentencia número 11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto de 2005).

A la luz del antecedente citado, en presencia de la especialidad y excepcionalidad de una determinada situación (amparada  con criterios técnicos), de cuya apreciación se desprenda que el cumplimiento del rol en disponibilidad de la madre trabajadora, afectaría negativamente el derecho superior del  niño o de la niña a la lactancia materna (o a otro derecho de carácter fundamental), en cumplimiento de la normativa de la que se ha dado cuenta, debe la Administración excluirla del rol de disponibilidad por el periodo que resulte razonable para garantizar dichos derechos.  


IV.- CONCLUSIÓN


Conforme con lo que viene expuesto considero que la denegatoria de una solicitud de exclusión del régimen de disponibilidad de una madre trabajadora en periodo de lactancia, en tesis de principio, no vulnera el derecho fundamental a la lactancia materna, siempre que se respete el tiempo diario a que tiene derecho para dichos propósitos. Más, la respuesta no puede darse sin previo análisis de las particularidades de cada situación, que a la luz de lo indicado podría ameritar una solución distinta.

Dejo de esta forma expuestas mis consideraciones sobre el tema, atentamente,


María Alexandra Bogantes Rodríguez
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Licenciada

Silvia Navarro Romanini
Secretaria General

Corte Suprema de Justicia
S. D.

Estimada sefiora

En atencion al acuerdo del Consejo Superior en la sesion N° 75-18 celebrada el 23 de

agosto del 2018 y comunicado a la Direccion de Gestion Humana el 12 de setiembre del
afio en curso, donde se indica lo siguiente:

“[...] Acoger la gestion anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolucion de
los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la
licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalia
General. 2.) Deberd la Direccion de Gestion Humana, realizar los ajustes
correspondientes, para que a partir de la comunicacion este acuerdo, no se
deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia
por maternidad. 3.) Indicar a la citada Direccion, que las devoluciones que
correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de
maternidad, deberdn efectuarse previa solicitud de las interesadas. ”

En vista del acuerdo tomado por el Consejo Superior, se procedio a consultar via
telefénica a la Direccion General de Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda,
sobre la informacién requerida para el tramite de la devolucion del impuesto sobre la
renta, no obstante nos indicaron que previo a resolver, requieren analizar los alcances de
la resolucién del Consejo Superior y contar con un criterio juridico de parte de sus
asesores, sin embargo, esta gestion debe ser presentada formalmente por el
representante legal del Poder Judicial en nuestro caso, el senor Magistrado Presidente de
la Corte don Fernando Cruz Castro y el Ministro de Hacienda, con el fin de determinar si
corresponde el reintegro de dicho dinero, dado que esto compromete recursos de afios
anteriores al 2018, mismos que por motivos presupuestarios ya fueron liquidados y
comprometidos, siendo que estos dineros se encuentran en las arcas del Estado.

Trabajamos para gestionar su talento y bies
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Por otra parte, debido a la masividad de las solicitudes efectuadas por las servidoras
judiciales, es importante se valore la posibilidad de solicitar ampliacion del criterio legal a
la Direccion Juridica, para determinar si la medida de devolucion del impuesto sobre la
renta es retroactiva o si aplica la figura de prescripcion, esto por el impacto
presupuestario que esto representa. Por cuanto existen solicitudes de servidoras judiciales
en fechas anteriores al 2004, en donde el Sistema Integrado de Gestidn Administrativa
(SIGA) no habia sido implementado y los pagos eran realizados por el Ministerio de
Hacienda.

En atencion a varias solicitudes presentadas, se solicita valorar la legalidad del pago de
intereses sobre la devolucion para las servidoras judiciales que tienen una licencia por
maternidad y a su vez indicar si dicho tramite se debe de efectuar a solicitud de parte o
bien de oficio.

Aunado a lo anterior v en aras de atender las casi 200 gestiones recibidas entre el
miércoles y el dia de hoy, esta Direccion sugiere que se emita un comunicado oficial por
parte de la Secretaria de la Corte para todas las personas servidoras judiciales, donde se
informe que lo acordado por el Consejo Superior en sesion N° 75-18 articulo XLI, podra
efectuarse posterior a que se resuelva nuestra consulta y se logre conciliar con las
instituciones mencionadas anteriormente, el procedimiento para la eventual devolucion
por las limitantes presupuestarias que esto puede conllevar.

Es importante destacar, que se requiere realizar mejoras al sistema de pagos, para que el
calculo del monto a reintegrar no se realice en forma manual, como se indico en el oficio
N® 2877-UD-AS-2018 del 3 de agosto de 2018. lgual sucede en lo que respecta a la
retencion del impuesto sobre la renta para las servidoras judiciales que tienen una licencia
por maternidad actualmente y que cubre a partir de la segunda quincena de setiembre,
por tratarse del presupuesto del aho en ejercicio, también se necesita el desarrollo de la
mejora tecnologica en el sistema de pagos con el fin de retener la parte proporcional y no
enviar a Contabilidad Nacional ese monto para la aplicacion de la respectiva nota de
crédito.

Trabaj amos pe
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Todo lo anterior, se hace de conocimiento con el fin de que nos indiquen como proceder,

en aras del resguardo del erario publico.

Atentamente,

urgen Siles Mata
n Salarial

Licda. Yexinia Zufiga Martinez S0t Licda.
Coordinadora Unidad de Deducciones Jefa Admini

Licda. Wai in Herrera
Directora a.i/ de Gestion Humana

Subdirectora a.i. Gestion Humana

Trabajamos para géstionar su talento y bier
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INFORME 106-ES-2018 - SECCION DE ESTADISTICAS
PERSONAS FALLECIDAS POR HOMICIDIO DOLOSO EN COSTA RICA DURANTE EL 2017

Hubo un total de 603 muertes por homicidio doloso.
Fallecieron bajo esta modalidad 545 hombres y 58 mujeres (90,4% y 9,6% respectivamente).

Edades: un 46,1% se ubica en el rango de 18 a 29 anos, un 25,7% entre los 30 y 39 ainos, y un 11,6% entre los 40 y 49 aiios.

Estado civil: el 60,4% de las personas fallecidas eran solteras, un 21,4% vivian en union de hecho y un 8,6% estaban casadas.
Nacionalidad: un 84,2% eran costarricenses, en segundo lugar estan las personas nicaragiienses con un 10,1% .

Las provincias con mayor incidencia son San José, Limén y Alajuela, con 36,6%, 18,7%, y 15,3% respectivamente.

Alajuela alcanzo el crecimiento mas alto con 70,3%, pasé de 54 en el 2016 a 92 en el 2017.

El método mas utilizado es con arma de fuego (72,1%), sequido por arma blanca (15,4%).

La causa mas frecuente en homicidios cometidos con arma de fuego es el “ajuste de cuentas” y con arma blanca son las "rinas”.
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                    Corte Suprema de Justicia


                           Secretaría General




San José, 6 de setiembre de 2018

N° 9223-18

Al contestar refiérase a este # de oficio


Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora 


Dirección de Planificación


Estimada señora:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 78-18 celebrada el 4 de setiembre de 2018, que literalmente dice: 


“ARTÍCULO XLVII

DOCUMENTO N° 8092-18


   El Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante informe 788-PLA-2018, remitió el oficio 106-ES-2018 ambos del 11 de julio del presente año, suscrito por la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya, Jefa interina del Subproceso de Estadística, relacionado con las muertes ocurridas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017.


Seguidamente se transcribe el informe 106-ES-2018, que dice:


(…)


PERSONAS FALLECIDAS POR HOMICIDIO DOLOSO


EN COSTA RICA DURANTE EL 2017


Los aspectos principales de acuerdo con las defunciones ocurridas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017 se describen a continuación, datos que se basan en los casos atendidos por las oficinas de la policía judicial, adscritas al Organismo de Investigación Judicial (OIJ). 


I. INTRODUCCIÓN 


El homicidio doloso, como delito se encuentra tipificado, tal y como se mencionó en la edición anterior en “…Código Penal costarricense, en el Libro Segundo: “De los Delitos”, Título I: “Delitos Contra la Vida”, para sancionar la muerte causada a una persona por otra persona, con intención deliberada y con pleno conocimiento de su ilícito…”. También se menciona a “…Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, que castiga la problemática del femicidio, que consiste en aplicar muerte a una mujer, con la que se mantenga una relación de matrimonio o en unión de hecho, declarada o no declarada” y que se localiza en el artículo N° 21 de dicha Ley. 


II. MUERTES OCURRIDAS POR HOMICIDIO DOLOSO   


En el 2017 se presentan 603 muertes señaladas como homicidios dolosos, lo cual conlleva a analizar algunos aspectos sociodemográficos de las personas fallecidas, en vista de que de alguna u otra manera afectan y atentan contra la seguridad ciudadana. 


Al analizar las muertes ocurridas de esta manera en el 2017, se determina que San José, Limón y Alajuela, son las provincias donde se registra la ocurrencia más alta con 36,6%, 18,7% y 15,3%, respectivamente. 


En comparación con el 2016, las provincias de San José, Puntarenas y Limón presentan disminuciones en la cantidad de personas fallecidas; mientras que las demás experimentan incrementos, siendo la de Alajuela la que alcanzar el crecimiento más alto con un 70,3%, al pasar de 54 homicidios dolosos en el 2016 a 92 un año después.


		Cuadro 1



		Personas fallecidas por homicidio


doloso por año



		según provincia de ocurrencia. 2013-2017



		



		 

		Año



		Provincia

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		

		 

		 

		

		



		Absolutos

		411

		477

		557

		578

		603



		San José

		162

		203

		259

		244

		221



		Alajuela

		47

		52

		56

		54

		92



		Cartago

		24

		26

		38

		41

		48



		Heredia

		23

		22

		41

		32

		36



		Guanacaste

		26

		25

		22

		40

		48



		Puntarenas

		31

		53

		46

		51

		45



		Limón

		98

		96

		95

		116

		113



		

		

		 

		 

		

		



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0



		San José

		39,4

		42,6

		46,5

		42,2

		36,6



		Alajuela

		11,4

		10,9

		10,1

		9,3

		15,3



		Cartago

		5,8

		5,5

		6,8

		7,1

		8,0



		Heredia

		5,6

		4,6

		7,4

		5,5

		6,0



		Guanacaste

		6,3

		5,2

		3,9

		6,9

		8,0



		Puntarenas

		7,5

		11,1

		8,3

		8,8

		7,4



		Limón

		23,8

		20,1

		17,1

		20,1

		18,7



		 

		 

		 

		 

		 

		 





El comportamiento seguido según el sexo de las personas puede ser observado en el siguiente gráfico, siendo que la curva de los hombres tiene una tendencia similar a la del total general y con una orientación al crecimiento, mientras que las mujeres registran una oscilación en su proceder. 


En este sentido, se tiene que para el 2017 hubo un total de 545 hombres fallecidos mediante esta modalidad lo cual representa el 90,4% del total, mientras que se señala a 58 mujeres fenecidas para un valor porcentual de 9,6% respecto del total. 
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Personas fallecidas por homicidio doloso en Costa Rica según sexo 


de la víctima durante el período 2013-2017


Total Hombres Mujeres


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 




En lo que al método empleado por los homicidas se refiere, el más relevante es en aquellos casos donde se utiliza el arma de fuego con 72,1% de las menciones, seguido de lejos por el arma blanca con un 15,4%. Es importante señalar, que en el móvil principal que causa el ataque con arma de fuego es por “ajuste de cuentas” y con el arma de blanca es cuando se presentan “discusiones, riñas”.


		Cuadro 2



		Personas fallecidas por homicidio doloso por año



		según método empleado. 2013-2017



		

		



		 

		Año



		Método Empleado

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		 

		 

		 

		 



		Absolutos

		411

		477

		557

		578

		603



		Arma de fuego

		279

		327

		385

		384

		435



		Arma blanca

		78

		90

		96

		102

		93



		Otro

		54

		57

		75

		6

		75



		Ignorado

		0

		3

		1

		86

		0



		

		 

		

		 

		

		



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0



		Arma de fuego

		67,9

		68,6

		69,1

		66,4

		72,1



		Arma blanca

		19,0

		18,9

		17,2

		17,6

		15,4



		Otro

		13,1

		11,9

		13,5

		1,0

		12,4



		Ignorado

		0,0

		0,6

		0,2

		14,9

		0,0



		 

		 

		 

		 

		 

		 





Respecto de la edad de las personas fallecidas, la mayoría (46,1%) se ubica en el rango de 18 a 29 años, seguido por quienes estaban entre 30 y 39 años con un 25,7%, lo que agrupado contabiliza un 71,8%. Otros resultados pueden observarse en el siguiente cuadro.


		Cuadro 3



		Personas fallecidas por homicidio doloso por año



		Según edad de la persona fallecida. 2013-2017



		



		 

		Año



		Edad

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		 

		 

		 

		 



		Absolutos

		411

		477

		557

		578

		603



		Hasta 9 años

		2

		4

		8

		10

		7



		De 10 a 17 años

		18

		26

		18

		28

		19



		De 18 a 29 años

		155

		190

		220

		237

		278



		De 30 a 39 años

		91

		112

		141

		139

		155



		De 40 a 49 años

		69

		73

		81

		80

		70



		De 50 a 59 años

		42

		36

		42

		35

		36



		De 60 a más años

		34

		36

		47

		34

		35



		Ignorada

		0

		0

		0

		15

		3



		

		 

		

		 

		

		



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0



		Hasta 9 años

		0,5

		0,8

		1,4

		1,7

		1,2



		De 10 a 17 años

		4,4

		5,5

		3,2

		4,8

		3,2



		De 18 a 29 años

		37,7

		39,8

		39,5

		41,0

		46,1



		De 30 a 39 años

		22,1

		23,5

		25,3

		24,0

		25,7



		De 40 a 49 años

		16,8

		15,3

		14,5

		13,8

		11,6



		De 50 a 59 años

		10,2

		7,5

		7,5

		6,1

		6,0



		De 60 a más años

		8,3

		7,5

		8,4

		5,9

		5,8



		Ignorada

		0,0

		0,0

		0,0

		2,6

		0,5



		 

		 

		 

		 

		 

		 





En cuanto al estado civil, aproximadamente seis de cada diez de las personas fallecidas (60,4%) eran solteras, seguido por aquellas en las que se determinó que vivían en unión libre con un 21,4%. Estos y otros resultados se pueden consultar en el cuadro siguiente. 


		Cuadro 4



		Personas fallecidas por homicidio doloso por año



		Según estado civil. 2013-2017



		



		 

		Año



		Estado Civil

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		 

		 

		 

		 



		Absolutos

		411

		477

		557

		578

		603



		Soltero

		225

		265

		296

		331

		364



		Unión de hecho

		91

		106

		141

		96

		129



		Casado

		71

		78

		68

		94

		52



		Divorciado

		22

		19

		26

		21

		26



		Separado

		0

		0

		18

		17

		13



		Viudo

		2

		6

		3

		1

		8



		Ignorado

		0

		3

		5

		18

		11



		

		

		 

		

		 

		 



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0






		Soltero

		54,7

		55,6

		53,1

		57,3

		60,4



		Unión de hecho

		22,1

		22,2

		25,3

		16,6

		21,4



		Casado

		17,3

		16,4

		12,2

		16,3

		8,6



		Divorciado

		5,4

		4,0

		4,7

		3,6

		4,3



		Separado

		0,0

		0,0

		3,2

		2,9

		2,2



		Viudo

		0,5

		1,3

		0,5

		0,2

		1,3



		Ignorado

		0,0

		0,6

		0,9

		3,1

		1,8



		 

		 

		 

		 

		 

		 





Para el 2017, se tiene que la mayor incidencia tanto en términos absolutos (508) como relativos (84,2%) de personas fallecidas por homicidio doloso son costarricenses, incluso son las cifras más altas de los últimos años. A estos valores le siguen, pero con datos mucho más bajos las personas fenecidas y nacidas en Nicaragua.  


		Cuadro 5



		Personas fallecidas por homicidio doloso por año



		Según nacionalidad. 2013-2017



		



		 

		Año



		Nacionalidad

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		 

		 

		 

		 



		Absolutos

		411

		477

		557

		578

		603



		Costa Rica

		324

		387

		444

		446

		508



		Nicaragua

		58

		64

		77

		86

		61



		Panamá

		0

		0

		9

		6

		6



		Colombia

		9

		6

		7

		8

		9



		Otra

		20

		17

		16

		16

		8



		Ignorada

		0

		3

		4

		16

		11



		

		 

		 

		 

		 

		 



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0



		Costa Rica

		78,8

		81,1

		79,7

		77,2

		84,2



		Nicaragua

		14,1

		13,4

		13,8

		14,9

		10,1



		Panamá

		0,0

		0,0

		1,6

		1,0

		1,0



		Colombia

		2,2

		1,3

		1,3

		1,4

		1,5



		Otra

		4,9

		3,6

		2,9

		2,8

		1,3



		Ignorada

		0,0

		0,6

		0,7

		2,8

		1,8



		 

		 

		 

		 

		 

		 





III. CASOS INVESTIGADOS POR HOMICIDIO DOLOSO   


El resumen de los casos en que el Organismo de Investigación Judicial (OIJ) indaga por homicidio doloso se detalla a continuación. 


Al analizar la información por provincia, se estable la congruencia con los datos de personas fallecidas, donde Alajuela es la provincia en que se genera la mayor variación en el bienio 2016-2017, además de que en la de San José, Puntarenas y Limón es donde se presentan disminuciones. 


En comparación con el 2016, la diferencia es de 23 casos para una variación relativa de 4,4%.


		Cuadro 6



		Casos registrados como homicidio doloso por año



		según provincia. 2013-2017



		



		 

		Año



		Provincia

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		

		 

		 

		



		Absolutos

		393

		434

		525

		526

		549



		San José

		156

		183

		240

		225

		201



		Alajuela

		44

		50

		54

		52

		84



		Cartago

		22

		26

		37

		38

		45



		Heredia

		21

		20

		37

		31

		35



		Guanacaste

		25

		24

		22

		30

		38



		Puntarenas

		31

		47

		46

		44

		42



		Limón

		94

		84

		89

		106

		104



		

		 

		

		 

		 

		



		Porcentajes

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0

		100,0



		San José

		39,7

		42,2

		45,7

		42,8

		36,6



		Alajuela

		11,2

		11,5

		10,3

		9,9

		15,3



		Cartago

		5,6

		6,0

		7,0

		7,2

		8,2



		Heredia

		5,3

		4,6

		7,0

		5,9

		6,4



		Guanacaste

		6,4

		5,5

		4,2

		5,7

		6,9



		Puntarenas

		7,9

		10,8

		8,8

		8,4

		7,7



		Limón

		23,9

		19,4

		17,0

		20,2

		18,9



		 

		 

		 

		 

		 

		 





De acuerdo con los datos reportados, se puede determinar cuántos homicidios dolosos han ocurrido según el número de casos. Para ello, se divide el número de personas fallecidas por homicidio doloso entre la cantidad de casos investigados, obteniendo como resultado 1,10 y que expandido por cien indica (notación fraccionaria: [image: image3.png]110

e




 ) que por cada 100 casos investigados por homicidio doloso se registran 110 muertes bajo este modo, cifra que resulta similar a la obtenida un año antes, por lo que en los dos últimos años se puede suponer que no han existido cambios significativos.    


		Cuadro 7



		Homicidios dolosos por caso según año. 2013-2017



		



		 

		Homicidios Dolosos



		Año

		Personas

		Casos

		Razón



		 

		Fallecidas

		Registrados

		Pers / Casos



		

		 

		 

		



		2013

		411

		393

		1,05



		2014

		477

		434

		1,10



		2015

		557

		525

		1,06



		2016

		578

		526

		1,10



		2017

		603

		549

		1,10



		 

		 

		 

		 





IV. TASAS DE MUERTES POR HOMICIDIO DOLOSO    


En el siguiente cuadro se detallan las tasas de incidencia por provincia de los homicidios dolosos ocurridos en el quinquenio 2013-2017, donde Limón, San José y Guanacaste muestran, en ese orden para el 2017 los valores más altos, mientras que el dato más bajo recae en la provincia de Heredia.


		Cuadro 8



		Tasas de personas fallecidas por homicidio doloso por año*



		según provincia. 2013-2017



		



		 

		Año



		Provincia

		2013

		2014

		2015

		2016

		2017



		

		 

		

		 

		 

		



		Total

		8,7

		10,0

		11,5

		11,8

		12,2



		

		

		

		

		

		



		San José

		10,6

		12,9

		16,3

		15,2

		13,6



		Alajuela

		5,1

		5,5

		5,8

		5,5

		9,3



		Cartago

		4,5

		5,0

		7,3

		7,8

		9,1



		Heredia

		4,9

		4,6

		8,3

		6,4

		7,1



		Guanacaste

		7,3

		6,9

		6,0

		10,8

		12,7



		Puntarenas

		6,9

		11,5

		9,8

		10,8

		9,4



		Limón

		23,0

		22,4

		21,9

		26,4

		25,4



		 

		 

		 

		 

		 

		 





* Tasas por cada 100.000 habitantes


En términos generales, se determina por cuarto año consecutivo un incremento en estas tasas, lo que sugiere un deterioro en los índices de criminalidad del país, siendo que en el 2017 llega a 12,2 homicidios dolosos por cada cien mil habitantes. 


Al observar los datos por sexo, se aprecia la marcada diferencia año con año de la tasa de homicidios dolosos de los hombres sobre las mujeres. 


(…)


-0-


Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe 788-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con las muertes ocurridas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017 y ordenar su publicación en Intranet e Internet. 2.) Tomar nota de los resultados expuestos, donde destacan principalmente, que en el año bajo estudio, se presentaron 603 muertes señaladas como homicidios dolosos, lo que de alguna u otra manera afecta y atenta contra la seguridad ciudadana. A nivel general, la tasa de homicidios incrementó por cuarto año consecutivo, lo que sugiere un deterioro en los índices de criminalidad del país, siendo que en el 2017 llega a 12,2 homicidios dolosos por cada cien mil habitantes. Al analizar las muertes ocurridas de esta manera en el 2017, se determina que San José, Limón y Alajuela, son las provincias donde se registra la ocurrencia más alta con 36,6%, 18,7% y 15,3%, respectivamente. Al observar los datos por sexo, se aprecia la marcada diferencia año con año de la tasa de homicidios dolosos cometidos por hombres sobre los cometidos por mujeres. 3) Hacer el citado informe de conocimiento del Dirección General del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), la Fiscalía General de la República, la Comisión de Asuntos Penales, la Comisión de Género y Acceso a la Justicia, el Observatorio Judicial, el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) y del  Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación; con el fin de que valoren los resultados obtenidos en el presente estudio, por ser importante para la toma de decisiones en el establecimiento de estrategias y políticas de investigación tanto a nivel represivo como preventivo. Se declara acuerdo firme.”

De usted atentamente


Ricardo Calderón Fernández 


Prosecretario General interino


c:
Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación


Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)


Comisión de Asuntos Penales


Comisión de Género


Fiscalía General de la República 

Dirección General del Organismo de Investigación Judicial


Observatorio Judicial



Diligencias / Refs:( 8092-18)

Jenniffer

Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711
     Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr    Fax: (506) 2295-3706          Apdo: 1-1003 San José
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Gráfico N° 1 
Personas fallecidas por homicidio doloso en Costa Rica según sexo 


de la víctima durante el período 2013-2017


Total	


2013	2014	2015	2016	2017	411	477	557	578	603	Hombres	


2013	2014	2015	2016	2017	375	426	515	512	545	Mujeres	


2013	2014	2015	2016	2017	36	51	42	66	58	Año





Homicidios Dolosos














Coment





						Homicidios Dolosos


						2010			2011			2012			2013			2014			2015			2016			2017


			Total			527			474			407			411			477			557			578			603


			Masculino			466			410			357			375			426			515			512			545


			Femenino			61			64			50			36			51			42			66			58











Gráfico N° 1 
Personas fallecidas por homicidio doloso en Costa Rica según sexo 


de la víctima durante el período 2010-2016


Total	


2010	2011	2012	2013	2014	2015	2016	527	474	407	411	477	557	578	Masculino	


2010	2011	2012	2013	2014	2015	2016	466	410	357	375	426	515	512	Femenino	


2010	2011	2012	2013	2014	2015	2016	61	64	50	36	51	42	66	Año





Homicidios Dolosos

















De: Xinia Fernández Vargas 
Enviado el: martes, 18 de septiembre de 2018 10:46 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez
CC: Viviana Alvarado Quesada
Asunto: RE: DJ-AJ-2515-2018



Buenos días  Melissa lo incluiremos en la sesión del 3 de octubre.





VIVI incluir en agenda



M.Sc. Xinia Fernández Vargas

Poder Judicial, Costa Rica

Teléfonos 2295- 4607/ 4289 



[image: cid:image001.jpg@01D38BBD.4835EDD0]



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: martes, 18 de septiembre de 2018 08:45 a.m.
Para: Xinia Fernández Vargas
CC: Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Asunto: RV: DJ-AJ-2515-2018



Buenos días Xinia:

EL día viernes le envíe este correo no obstante su buzón se encontraba lleno. 

Se lo remito nuevamente con el fin de que se valore su inclusión en la Siguiente Comisión de Género.

Saludos Cordiales



Buenos días estimadas señoras, reciban un cordial saludo.

Mediante criterio jurídico DJ-AJ-2515-2018 del primero de agosto de 2018,  la Dirección Jurídica del Poder Judicial señaló que las mujeres en período de lactancia deben realizar la disponibilidad laboral, respetándose su hora diaria de lactancia. De importancia a fin de conocer todo el documento, sería solicitarlo a la Dirección Jurídica.

En virtud de que los derechos humanos son progresivos y que estos incluyen no solo a la madre, en este caso trabajadora del Poder Judicial, sino también a su hijo-a, con el debido respeto, solicito que se pueda valorar en la Comisión de Género este criterio jurídico. Pues quien suscribe como madre trabajadora del Poder Judicial creo que el período de lactancia como mínimo hasta el primer año es determinante en el-la menor, y las condiciones tanto de la madre como del-la menor son de igual o mayor vulnerabilidad que cuando se está embarazada, y si bien es cierto debe respetarse la hora de lactancia diaria, cuando se está en disponibilidad, sea diaria, semanal o de fin de semana, se está en riesgo, se nos llama a cualquier hora, sea en la madrugada, día o noche, por pocas o muchas horas, por ejemplo un allanamiento un sábado, y el-la menor lactantante no va a tener a su madre por períodos largos. En ese sentido pareciera vulnerarse los derechos de la madre y del-la menor lactante si ésta tiene que hacer disponibilidad (véase la posición de las mujeres que laboran en el OIJ, el Ministerio Público, la Defensa Pública y la Judicatura, sobre todo en materia penal). 

Por lo anterior, si así lo estiman desde la Comisión de Género, solicito se retome el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial en este punto en concreto, valorándose la transversalización de género en todas las resoluciones o criterios que  se emitan desde el Poder Judicial, para estimar si es acorde con las perspectivas de género actuales y la progresividad y respeto de los derechos humanos de las mujeres y sus hijos-as.

Ligia Jiménez Zamora

Defensora Pública





De: Dirección Jurídica 
Enviado el: jueves, 13 de septiembre de 2018 04:22 p.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: DJ-AJ-2515-2018



Buenas tardes,



Con instrucciones superiores del Máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico a.í, se remite lo solicitado.



Saludos cordiales;

[image: cid:image007.jpg@01D413A4.CB32B7D0]
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De: Xinia Fernández Vargas 
Enviado el: miércoles, 19 de septiembre de 2018 10:11 a.m.
Para: Viviana Alvarado Quesada
Asunto: RV: Solicitud de reconsideración


Incluir junto con otra cosa que voy a enviarte para comisión.


M.Sc. Xinia Fernández Vargas


Poder Judicial, Costa Rica


Teléfonos 2295- 4607/ 4289 


[image: image1.jpg]Secretaria Técnica WV P
de Géneroy -

Acceso a h)ushciu“‘







De: Karla Alexandra Montenegro Meza 
Enviado el: martes, 18 de septiembre de 2018 04:33 p.m.
Para: Xinia Fernández Vargas; Cynthia Dumani Stradtman
Asunto: Solicitud de reconsideración


Buenas tardes: 


Espero se encuentren bien. Por este medio, y aprovechando que contamos con la representación de la magistrada Carmenmaría Escoto y el Magistrado Fernando Cruz, solicitar la interposición de los buenos oficios de la Comisión de Género en relación con solicitar una reconsideración sobre el acuerdo de la sesión 75-18 del 23 de agosto del 2018, en relación con la devolución de los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que actualmente se debita de la licencia de maternidad de las funcionarias judiciales. En dicha sesión se acordó que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas, lo cual considero que, una vez aceptada la improcedencia de dichos rebajos, lo que corresponde es la devolución de dichas sumas aún sin que medie la solicitud correspondiente, o al menos, en su defecto, que se informe a toda la comunidad judicial sobre dicha posibilidad.


Atentamente, Karla Montenegro Meza.





De: Xinia Fernández Vargas
Enviado: martes, 7 de agosto de 2018 11:45:31
Para: Patricia Rivera Sandoval; Kattia Solano Aguilar; Mauren Araya Najera(Autorizada-Inventarios Turrialba); Cristina Coto Chaves; Vinicio Flores Sanchez; Yendry Chanto Leon; Krisia Fumero Araya; Erlin Sanchez Arce; Shirley Sandi Corrales; Graciela Jahaira Alfaro Araya; Ana Catalina Cisneros Martinez; Adolfo Reynholds Quiros; Elvis Antonio Lopez Matarrita; Eyslen Zuniga Barrantes; Gerardo Ruben Alfaro Vargas; Karla Alexandra Montenegro Meza; Manrique Morales Montiel; Maria Jose Elizondo Alvarado; Maria Lucila Monge Pizarro; Roger Mora Jiménez; Sussy De La O Diaz; Mariela Alvarado Otárola; Ericka Alfaro Chinchilla; Gabriela Montoya Gutierrez; Marjorie Seas Gutiérrez; Blanca Quirós Maroto; Elvis Chaves Rodríguez; Natalia Segura Barrios; Jessica Jirón Beckles; Angie Maciel Rojas Vargas; Miguel A. Muñoz Flores; María Estela May Arroyo; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Anneth Lidiana Arroyo Sanchez; Priscilla Rojas Fallas; Melissa Garita Granda; Danny Vergara Castro; Frans Bonilla Castillo; Iza Elizondo Herrera; Homero Gamboa Gonzalez; Aaron Vargas Campos; Kattia Vargas Navarro; Enid Rodríguez Quesada; Laura Fonseca Vargas; Karla María Araya Vargas; Roy Garro León; Vicky Valverde Arguedas; Eida Shirlenia Pérez Ríos; Venancio Céspedes Hernández; Ingrid Chacon Duran; Fanny Martínez Pérez; Vivian Dayana Mora Cubillo; Laura Cervantes Ocampo; Kennia Monge Jimenez; Rosa Cristina Chacon Vasquez
Cc: Laura Sanabria Villalobos; Secretaria de Género
Asunto: RE: Comunicado - Comisión de Género del Poder Judicial. 


 


Adiciono a la información que les remite Patricia que el Magistrado  Fernando Cruz, actual Presidente de la Corte Suprema de Justicia, se mantiene como integrante de la Comisión

 

M.Sc. Xinia Fernández Vargas

Poder Judicial, Costa Rica

Teléfonos 2295- 4607/ 4289 
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De: Patricia Rivera Sandoval 
Enviado el: martes, 07 de agosto de 2018 11:01 a.m.
Para: Kattia Solano Aguilar; Mauren Araya Najera(Autorizada-Inventarios Turrialba); Cristina Coto Chaves; Vinicio Flores Sanchez; Yendry Chanto Leon; Krisia Fumero Araya; Erlin Sanchez Arce; Shirley Sandi Corrales; Graciela Jahaira Alfaro Araya; Ana Catalina Cisneros Martinez; Adolfo Reynholds Quiros; Elvis Antonio Lopez Matarrita; Eyslen Zuniga Barrantes; Gerardo Ruben Alfaro Vargas; Karla Alexandra Montenegro Meza; Manrique Morales Montiel; Maria Jose Elizondo Alvarado; Maria Lucila Monge Pizarro; Roger Mora Jiménez; Sussy De La O Diaz; Mariela Alvarado Otárola; Ericka Alfaro Chinchilla; Gabriela Montoya Gutierrez; Marjorie Seas Gutiérrez; Blanca Quirós Maroto; Elvis Chaves Rodríguez; Natalia Segura Barrios; Jessica Jirón Beckles; Angie Maciel Rojas Vargas; Miguel A. Muñoz Flores; María Estela May Arroyo; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Anneth Lidiana Arroyo Sanchez; Priscilla Rojas Fallas; Melissa Garita Granda; Danny Vergara Castro; Frans Bonilla Castillo; Iza Elizondo Herrera; Homero Gamboa Gonzalez; Aaron Vargas Campos; Kattia Vargas Navarro; Enid Rodríguez Quesada; Laura Fonseca Vargas; Karla María Araya Vargas; Roy Garro León; Vicky Valverde Arguedas; Eida Shirlenia Pérez Ríos; Venancio Céspedes Hernández; Ingrid Chacon Duran; Fanny Martínez Pérez; Vivian Dayana Mora Cubillo; Laura Cervantes Ocampo; Kennia Monge Jimenez; Rosa Cristina Chacon Vasquez
CC: Xinia Fernández Vargas; Laura Sanabria Villalobos; Secretaria de Género
Asunto: Comunicado - Comisión de Género del Poder Judicial.

 


Señoras / Señores

Integrantes de los Comités de Género 

Poder Judicial

 

Un cordial saludo: 

 

 

 

La Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, les comunica que en la sesión de Corte Plena N°37-2018, realizada el 06 de agosto en curso, se dispuso designar a la señora Magistrada Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia Carmenmaría Escoto Fernández, como coordinadora de la Comisión de Género del Poder Judicial. 

 

Asimismo, integrarán la comisión la señora Magistrada Suplente de la Sala Tercera Sandra Eugenia Zúñiga Morales, el señor Magistrado de la Sala Segunda Luis Porfirio Sánchez Rodríguez y el señor Magistrado de la Sala Constitucional Paul Rueda Leal. 

 

 

Cordialmente, 

 

 

Licda. Ana Patricia Rivera Sandoval

Secretaría Técnica Género y Acceso a la Justicia

Corte Suprema de Justicia, oficina 801 

Tel: (506) 2295-4289
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Área de

Análisis Jurídico 



                             San José, 1 de agosto de 2018


                                                                                                                DJ-AJ-2515-2018

Señor:                                     

 Msc. José Arnoldo González Castro 

Supervisor Nacional de la Defensa Pública

Estimado señor:


En atención a escrito del 15 de mayo de 2018, mediante el cual se expone la solicitud realizada por parte de dos compañeras defensoras públicas, para que se les excluya del rol de disponibilidad, debido a que se encuentran gozando del derecho al período de lactancia. 

Por lo que se remite el siguiente informe.


De la Gestión:


 Criterio emitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante oficio DJ-872-2006, en fecha 7 de abril de 2016, ante la consulta que formuló el Jefe del Organismo de Investigación Judicial, sobre la participación dentro del rol de disponibilidad, los fines de semana, allanamientos, fuera del espacio temporal, hacer guardias, por parte compañeras que disfrutan del derecho al período de lactancia, en donde señalo lo siguiente:

“ En razón de lo anteriormente expuesto concluye esta Dirección Jurídica que no existe impedimento para que las mujeres que gozan del período de lactancia, puedan hacer disponibilidades los fines de semana, participar en allanamientos fuera del espacio temporal a que corresponde ese derecho o hacer guardias, disponibilidades y allanamientos que requieran el ingreso antes de las 7:30 horas, en virtud de que perciben en su salarios, los rubros correspondientes a tales circunstancias, siempre y cuando las jefaturas se aseguren que en el momento que estén realizando esas funciones en jornadas laborales distintas a la usual, también esté incluida la hora de lactancia respectiva y se permita y promocione el pleno disfrute de este derecho”.


Posteriormente, se eleva ante el Consejo Superior del Poder Judicial, una solicitud planteada por una Juez Penal de Alajuela, para que se le excluya del rol de disponibilidad debido a que ve afectado su derecho al período de lactancia, lo anterior fue conocida mediante la sesión Nº 93-17, donde el Consejo Superior, indica:

[…] “Luego de analizar la situación expuesta por la gestionaste, y en aplicación de las directrices emitidas por el Poder Judicial relacionadas con los derechos y acciones afirmativas en favor de las mujeres en estado de embarazo o lactancia, y considerando que en el despacho en que se desempeña la licenciada xxx trabajan varios jueces y juezas, por mayoría, se acordó: Acoger la gestión de la máster xxx Buenas tardes, 


Cordialmente remito para su atención.


, Jueza del Juzgado Penal  del Primer Circuito Judicial Alajuela, por lo que deberá el Juez coordinador redistribuir los roles de fines de semana y días feriados,  durante el tiempo que se encuentre en lactancia; sin embargo se le podrán asignar las funciones que sean necesarias para el despacho, sin que con ello afecte su derecho a la lactancia”.


 […]


· Normativa relacionada: 


El ordenamiento jurídico costarricense con base en el principio de legalidad, regula en la Constitución Política, el Código de Trabajo, la Ley General de la Administración Pública y el Reglamento de Compensación por Disponibilidad, los requerimientos para conceder el plus de disponibilidad, así como el derecho del menor a su hora diaria de lactancia materna. Dentro de ese marco normativo, para los efectos de la presente consulta, interesa citar los siguientes artículos:

Constitución Política:


Artículo 11.-Principio de Legalidad Administrativa


“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública”.

Artículo 51- Título Quinto – Derechos y Garantías Individuales

“La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido”.

Ley General de la Administración Pública:


Artículo 4.- Titulo Primero Principios Generales:

“La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios".

Artículo 11.- Titulo Primero Principios Generales – Principio de Legalidad Administrativa:

“1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.


2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”.


Artículo 111.- Título Quinto – De los Servidores Públicos en General


“Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.


A este efecto considérense equivalentes los términos "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público" y demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario”.


 […]


Código de Trabajo


Artículo 97-Capítulo Sétimo – Del Trabajo de las Mujeres y los Menores de edad:

“Toda madre en época de lactancia podrá disponer en los lugares donde trabaje de un intervalo de quince minutos cada tres horas o, si lo prefiere, de media hora dos veces al día durante sus labores, con el objeto de amamantar a su hijo, salvo el caso de que mediante un certificado médico se pruebe que sólo necesita un intervalo menor. 


El patrono se esforzará por procurarle algún medio de descanso dentro de las posibilidades de sus labores, que deberá computarse como tiempo de trabajo efectivo, al igual que los intervalos mencionados en el párrafo anterior, para el efecto de su remuneración”.


 “Los patronos deberán consignar en sus libros de salarios o planillas, debidamente separado de lo que se refiera a trabajo ordinario, lo que a cada uno de sus trabajadores paguen por concepto trabajo extraordinario”. 


Artículo 540.- Protección en fueros especiales y tutela del debido proceso

“Las personas trabajadoras, tanto del sector público como del privado, que en virtud de un fuero especial gocen de estabilidad en su empleo o de procedimientos especiales para ser afectados, podrán impugnar en la vía sumarísima prevista en esta sección, con motivo del despido o de cualquier otra medida disciplinaria o discriminatoria, la violación de fueros especiales de protección, de procedimientos a que tienen derecho, formalidades o autorizaciones especialmente previstas.

Se encuentran dentro de esa previsión:

[…]

3) Las mujeres en estado de embarazo o período de lactancia, según se establece en el artículo 94 de este Código. 

[…]

La tutela del debido proceso podrá demandarse en esta vía, cuando se inobserve respecto de las personas aforadas a que se refiere este artículo.

También, podrán impugnarse en la vía sumarísima prevista en esta sección, los casos de discriminación por cualquier causa, en contra de trabajadores o trabajadoras, que tengan lugar en el trabajo o con ocasión de él”.

Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial

Artículo 1.- Capítulo Uno -De las Disposiciones Generales sobre la Disponibilidad

“Definición. Se entenderá por disponibilidad laboral la actitud expectante y permanente, de carácter obligatoria del servidor que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla”. 


Artículo 2.- Capítulo uno-De las Disposiciones Generales sobre la Disponibilidad

“Objetivo. El objetivo primordial de la disponibilidad es contar en cualquier momento con el personal calificado para resolver situaciones de carácter urgente o impostergable para que los derechos de los ciudadanos no se vean afectados o la Administración de Justicia menoscabada en su función”.

Artículo 3.-Capítulo Uno- De las Disposiciones Generales sobre la Disponibilidad

“Beneficiarios. La Disponibilidad será retribuida, durante los plazos en que efectivamente se deba prestar el servicio por parte del funcionario, a los servidores que se encuentren nombrados en un cargo y número de puesto sujetos a ese régimen, por haberse dispuesto así por el órgano superior en razón de la naturaleza de las funciones que realizan. También se podrá pagar mediante un porcentaje fijo pagado mensualmente y calculado según los plazos a servir efectivamente”.

Artículo 6.- Capítulo Dos- De la aplicación del Régimen de Disponibilidad

Fijación de roles.                                     

“Los roles de disponibilidad serán elaborados por el jefe o el juez coordinador del despacho u oficina, según corresponda, de conformidad con los lineamientos dictados por el Consejo Superior y con base en criterios de equidad y proporcionalidad, que permitan armonizar la continuidad del servicio y la dignidad de los servidores en lo que se refiere a su libertad personal, de modo que ésta no resulte afectada en forma irracional o innecesaria. Lo anterior, no exime a los servidores fuera de rol de su obligación de prestar el servicio en el momento en que sea requerido y en el lugar que se especifique para el cabal cumplimiento de sus funciones, siempre y cuando sea en situaciones excepcionales y debidamente calificadas”.


Artículo 10.-Capítulo Tres-De la Remuneración por Disponibilidad

“Modificación del rol de disponibilidad. En caso de que el servidor judicial no pueda cubrir el rol de disponibilidad asignado, el jefe o el juez coordinador del despacho u oficina, según corresponda, tomará las medidas tendientes a no afectar el buen servicio público, ya que tiene la facultad de modificar los roles establecidos cuando así lo considere necesario”.

Artículo 11.- Capítulo Tres-De la Remuneración por Disponibilidad

“Suplencias. La persona designada como suplente o sustituto debe asumir la disponibilidad y el rol establecido para el titular del puesto, únicamente durante la vigencia de su nombramiento, después del cual lo asumirá el propio titular”. 

Artículo 12.- Capítulo Tres-De la Remuneración por Disponibilidad

“Extinción de la disponibilidad. El pago del porcentaje correspondiente a disponibilidad se extingue cuando el servidor judicial no se encuentre nombrado en un cargo y número de puesto sujetos a este régimen y no puede alegar derechos adquiridos, en virtud de que la disponibilidad no constituye una prestación invariable”.

·    Criterio

Es necesario iniciar el siguiente análisis, realizando la diferenciación entre un componente salarial y un plus salarial, siendo que el primero es aquel rubro que forma parte inseparable del salario, es decir están incorporados dentro de la estructura salarial, por lo tanto se constituyen en un derecho adquirido a favor de la persona trabajadora, mientras que el segundo se constituyen en adicionales a la estructura salarial, y si bien es cierto forman parte de la remuneración final, no son un elemento sustancial del salario si no adicionales o anexos, es consustancial al puesto y las  funciones que realiza  más a no a la persona. 

 
En el mismo orden de ideas, los artículos 1 y 2 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad, establece que dicho plus corresponde al reconocimiento que se le otorga  al trabajador, ante la expectativa a la que está sujeto durante el período de tiempo que preste este servicio, ya que de ser necesario puede ser requerido en horas fuera de su jornada ordinaria y aún en sus tiempos o días de descanso, con el fin de  cumplir con ciertas funciones designadas e inherentes a su cargo, en procura de  brindar un servicio de calidad, continuo y eficiente por parte de la Administración. Cabe indicar que el concepto citado origina una obligación para el trabajador ya que debe estar anuente al llamado en caso de tener que resolver situaciones de carácter urgente o impostergables.


Complementario a lo anterior, indica el numeral 3 del citado Reglamento: “La Disponibilidad será retribuida, durante los plazos en que efectivamente se deba prestar el servicio por parte del funcionario”, de modo que el servidor que se encuentre prestando este servicio en puestos sujetos a este régimen debe de ser remunerado, por lo que en caso contrario dicho pago debe ser suspendido hasta que se reintegre a sus funciones, ya que este plus salarial no constituye una prestación invariable. 

Además, la jurisprudencia judicial ha señalado reiteradamente que la disponibilidad no puede ser considerada como un derecho adquirido ya que el mismo está sujeto a una serie de requisitos para poder ser reconocido al servidor, de manera tal que, si el funcionario ya no cuenta con las condiciones objetivas para su reconocimiento, el mismo puede ser suprimido. Aunado a lo expuesto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en su Sentencia número N° 2014-000356 de las nueve horas cincuenta minutos, del 4 de abril de 2014, indica lo siguiente: 


“El plus por disponibilidad no puede generar derechos permanentes para ningún servidor; consecuentemente no se pueden alegar derechos adquiridos, cuando desaparecen las condiciones objetivas que motivaron su reconocimiento; dado que su percepción queda sujeta al desempeño de un cargo y a la necesidad institucional de conceder ese incentivo. Es decir, que al no existir motivo para que la persona que ocupa determinado puesto, deba desempeñar el cargo dentro de los supuestos de la disponibilidad, no puede legalmente justificarse una determinada retribución económica; la cual, de darse en tales condiciones anómalas, conllevaría a un pago obviamente ilegítimo, independientemente, de que se haya percibido, por largo tiempo o no, el incentivo; aún ejerciendo iguales funciones y en el mismo puesto; menos aún en casos, como el presente, en el cual varios actores han disfrutado del mismo, sin desempeñar funciones que ameritaran esa retribución adicional -servidores que de conformidad con la índole propia de sus funciones, no tenían por qué estar disponibles-, razón por la cual, fue correctamente suprimido tal beneficio, con base en su no aprobación, al denegarse la partida presupuestaria, que servía para hacerle frente al pago de esa compensación, y en que, la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria , determinó que, los puestos que tienen a su cargo los actores, a quienes no se le otorgó la concesión del incentivo, no cumplen con los requerimientos establecidas por esa Autoridad, para poder devengar legalmente ese pago por disponibilidad ”, voto 247 de las quince horas del 23 de setiembre de 1998.”

En relación con el pago del plus sobre la disponibilidad, el Consejo Superior, en sesión N° 107-16 celebrada el 29 de noviembre del 2016, artículo XXVI, dispuso, entre otros, proceder a la eliminación del pago de la variación de jornada y disponibilidad, siempre que las personas servidoras cumplan sus funciones en jornada ordinaria, de lunes a viernes, y no tengan que estar disponibles por ningún motivo.

La Sala Constitucional, en resolución N° 2006-010959 dictada a las diecisiete horas y cincuenta y uno minutos del veintiséis de julio del dos mil seis, en lo que interesa indicó:


“[…]


Esta Sala en múltiples oportunidades ha establecido que los sobresueldos que dependan de alguna condición para ser otorgados no constituyen un derecho adquirido que se incorpore como tal al salario propiamente dicho, toda vez que su otorgamiento depende de las condiciones objetivas por las cuales fue reconocido. En otras palabras, si las condiciones bajo las cuales fue otorgado un sobresueldo varían y la persona ya no se encuentra en las mismas circunstancias, no resulta arbitrario que la Administración revoque en forma unilateral tal beneficio, toda vez que no se cumple la condición bajo la cual se originó. […]”


Ahora bien, es importante referirnos al fuero de protección especial dado a las personas trabajadoras, cuya condición las convierte en vulnerables, por lo que su finalidad es protegerlas frente a un despido injustificado o actos discriminatorios por parte del patrono, teniendo así de esta forma derecho a una estabilidad laboral, mencionado lo anterior el numeral 540 del código de trabajo.


A mayor abundamiento, dentro de este fuero especial se encuentran las trabajadoras que gozan del período de lactancia,  las cuales son protegidas por el Estado en relación  al derecho del que goza el menor  a la lactancia materna, estipulado dentro del ordinal 97 del Código de Trabajo, donde además nos hace referencia a los períodos que se pueden conceder en los siguientes lapsos de tiempo: 15 minutos cada tres horas o media hora dos veces al día, o como se acostumbra en la mayoría de los casos, una hora continua al iniciar o finalizar la jornada diaria, para amamantar a su hija o hijo. Es decir, “toda mujer debe garantizarse el derecho de amamantar a sus hijos, toda vez que ello resulta esencial para satisfacer el derecho de todo niño y de toda niña a una alimentación adecuada y a gozar del derecho al más alto estándar de salud. 


Sobre el particular, la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (aprobada y ratificada por nuestro país, mediante, la Ley N° 149 del 9 de agosto de 1990), establece el derecho de los niños a un nivel  de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social (artículo 27), así como la obligación a los Estados de “Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan los principios de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna(…) y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos” (artículo 25).- Sentencia de la Sala Constitucional N° 2004-12218 de las 14:04 horas del 29 de octubre del 2004.- ”.


Por otra parte, esta Dirección Jurídica reitera su criterio emitido por medio del oficio N° DJ-AJ-872-2016 del 7 de abril de 2016, mediante el cual se dio respuesta a la consulta realizada por el máster Walter Espinoza Espinoza Director del Organismo de Investigación Judicial, en relación si procede la inclusión dentro del rol de disponibilidad al personal femenino que labora en puestos de investigación y goza del período de lactancia, ya que deben de realizar guardias, disponibilidades, los fines de semana y allanamientos. Conforme a lo expuesto y amparados bajo el Principio de Legalidad, el cual permite actuar conforme a lo establecido en la norma vigente, entiéndase en este caso en concreto, artículo 51 de la Constitución Política, 4 de la Ley General de la Administración Pública, 94 y 97 del Código de Trabajo y el Reglamento de Compensación por Disponibilidad, no se encuentra impedimento alguno para que dichas servidoras se incluyan dentro del roll de disponibilidad.


En corolario a lo expuesto, es criterio de esta unidad asesora, incluir a las servidoras que gozan del período de lactancia dentro del rol de disponibilidad en tanto no se quebrante la hora diaria de lactancia a la cual tiene derecho el menor. Ahora bien, queda a criterio y bajo responsabilidad de cada jefatura de las respectivas oficinas o despachos valorar de manera casuística si corresponde o no excluir alguna servidora de dicho rol, ya que según lo estipulado en el artículo 6 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad ellos son los encargados de elaborar dichos roles de manera que pueden valorar si corresponde o no dicha exclusión.   

Aunado a lo expuesto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en su Sentencia número 00724 de las once horas quince minutos, del 25 de abril de 2018, indica lo siguiente: 

[…]. La Constitución Política dedica el Título V, a la tutela y a la protección de los derechos y de las garantías sociales. En el Capítulo Único de dicho Título, está el artículo 51, que consagra a la familia como el elemento natural y fundamento esencial de la sociedad, estableciéndole un derecho de protección especial por parte del Estado, derecho que, expresamente, se hace extensivo a la madre, al niño, al anciano y al enfermo desvalido. La denominada Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, número 7142 del 2 de marzo de 1990, que vino a desarrollar, en parte, aquel numeral 51 constitucional y la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “Convención Belem do Pará”, mediante el numeral 32, reformó, entre otros, el artículo 94 del Código de Trabajo e introdujo el numeral 94 bis, estableciéndose aquella protección especial para las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia. En efecto, ese artículo 94, establece una prohibición para el empleador, de despedir a las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia, salvo el caso de la comisión de una falta grave, respecto de los deberes originados en el contrato de trabajo, según el numeral 81 ídem. Dicha norma establece: “Queda prohibido a los patronos despedir a las trabajadoras que estuvieren en estado de embarazo o en período de lactancia, salvo por causa justificada originada en falta grave a los deberes derivados del contrato conforme con las causales establecidas en el artículo 81. En este caso, el patrono deberá gestionar el despido ante la Dirección Nacional y la Inspección General del Trabajo, para lo cual deberá comprobar la falta. Excepcionalmente, la Dirección podrá ordenar la suspensión de la trabajadora, mientras se resuelve la gestión de despido. Para gozar de la protección que aquí se establece, la trabajadora, deberá darle aviso de su estado al empleador y aportar certificación médica o constancia de la Caja Costarricense de Seguro Social”. Por su parte, el 94 bis ídem establece el derecho de la trabajadora, despedida en contra de lo regulado en el 94 anterior, a ser reinstalada en el puesto que desempeñaba, con el pleno goce de todos sus derechos: “La trabajadora embarazada o en período de lactancia, que fuera despedida en contravención con lo dispuesto en el artículo anterior, podrá gestionar ante el juzgado de trabajo su reinstalación inmediata, con pleno goce de todos sus derechos, mediante el procedimiento establecido en el título décimo de este Código. La trabajadora podrá optar por la reinstalación, en cuyo caso el empleador o la empleadora deberán pagarle, además de la indemnización a que tenga derecho y en concepto de daños y perjuicios, las sumas correspondientes al subsidio de preparto y posparto, y los salarios que hubiera dejado de percibir desde el momento del despido, hasta completar ocho meses de embarazo. Si se tratara de una trabajadora en período de lactancia tendrá derecho, además de la cesantía y en concepto de daños y perjuicios, a diez días de salario”. También la Sala Constitucional ha indicado que la protección dispuesta en el Código de Trabajo, para la trabajadora embarazada o en período de lactancia gira en torno “[…] a los obvios fines de la Ley: A) Es prohibida la discriminación de la mujer por el hecho del embarazo o de la lactancia pero no se ha garantizado su inamovilidad: El despido es procedente si el patrono comprueba una falta grave de la trabajadora en los términos del artículo 81 del código laboral, de igual forma que el ordenamiento prohíbe el despido de trabajadores porque ejerciten sus libertades sindicales o políticas, pero no impide que si el patrono comprueba una falta grave a los deberes derivados del contrato, puede ejercer su potestad de despido […] B) Las disposiciones constitucionales y legales que amparan a la madre y al niño no pueden interpretarse de forma que tornen nugatoria la legislación protectora”. Así las cosas, queda claro que la normativa contenida en el Código de Trabajo, interpretada conforme con las normas constitucionales y de Derecho Internacional ratificadas por Costa Rica y, por ende, con autoridad superior a la ley ordinaria (artículo 7 constitucional), responde a una voluntad del legislador para brindar una especial protección a la trabajadora en estado de embarazo o en período de lactancia, que tiene un indiscutible propósito : la erradicación de una práctica discriminatoria que históricamente la ha afectado en muchos ámbitos, pero, particularmente en el laboral, con vulneración, como se dijo, de sus derechos como persona y que por el hecho de ser tal , le deben ser reconocidos sin distingo alguno. De ahí que, el despido de una trabajadora en período de lactancia, sin seguir el procedimiento establecido en la legislación ordinaria - supuesto como el que se conoce - deba generar consecuentemente un despido nulo. Ahora bien, la interpretación del recurrente en cuanto afirma que los numerales 94 y 94 bis son aplicables cuando el despido se ha ordenado sin responsabilidad y cuando no se han pagado los derechos laborales, resultada desacertada. El aforamiento o protección de las mujeres en período de lactancia opera sin distinción de la forma en que se ordene el despido. Es decir, el legislador no estableció en estas normas un trato diferente para la mujer que, estando en dicha condición, es despedida con responsabilidad patronal. La protección que se le brinda la cobija frente a un despido con y sin responsabilidad, pues nótese que el legislador estableció de forma enfática y preceptiva “queda prohibido a los patronos despedir a las trabajadoras que estuvieren en estado de embarazo o en período de lactancia”, contemplándose únicamente la salvedad de que exista una causa justificada originada en falta grave derivada del contrato, conforme las causales establecidas en el artículo 81. Para ello deberá gestionarse el despido ante la Dirección Nacional de Inspección General de Trabajo y se deberá comprobar la falta. Admitir la tesis expuesta por la demandada tornaría nugatoria la protección mencionada, al dejar en manos del empleador la disposición sobre un derecho fundamental de una trabajadora en esas condiciones, lo que evidentemente contraviene el objetivo de la tutela […]

 En relación con lo citado, al incluir a las servidoras judiciales que gozan del período de lactancia dentro del rol de disponibilidad, no estaríamos de ninguna forma violentando el fuero especial de protección que les prevé la Ley, ya que no incurríamos ante ningún acto de discriminación o maltrato para con las servidoras judiciales.

· Conclusión


Con fundamento Constitución Política, el Código de Trabajo, la Ley General de la Administración Pública y el Reglamento de Compensación por Disponibilidad, para los efectos de la presente consulta, se concluye lo siguiente:

· La disponibilidad es un plus salarial, que debe ser remunerado, el cual obedece a un pacto por acuerdo con el patrón, originando una obligación de permanecer alerta fuera de la jornada ordinaria de trabajo, inclusive en días inhábiles (feriados y de descanso semanal) para atender eventos o emergencias impostergables, por lo tanto, no se constituye en una prestación invariable ya que es inherente al puesto no a la persona, de esta manera no se puede alegar derechos adquiridos sobre dicho plus. Claro esto en caso de que la persona servidora se encuentre en una situación que le impida desempeñarse en el puesto o no esté sujeta al rol debe suprimírsele su remuneración. 


· Es importante tomar en cuenta que las servidoras en período de lactancia están protegidas por un fuero especial, ante despidos injustificados o algún acto de discriminación por parte del empleador, debido a esto se le debe de respetar la hora diaria de lactancia a la cual tiene derecho el menor.

· Sobre la consulta en estudio, esta asesoría Jurídica no encuentra ningún impedimento para que se incluyan dentro del rol de disponibilidad las servidoras que gocen de la citada licencia, siempre que dentro de este se respete e incluya la hora diaria de lactancia materna, lo cual deben de tomar encuentra las jefaturas de cada oficina o despacho ya que son los responsables y encargados de realizar dichos roles.

· Ahora bien, en caso de una solicitud de exclusión de dicho rol por parte de alguna servidora judicial, quedará a criterio y bajo responsabilidad de cada jefatura de las respectivas oficinas o despachos, valorar y determinar de manera casuística si corresponde o no, debido a que ellos son los encargados de elaborar dichos roles, tomando en cuenta que, si de manera excepcional se acoge, deberá suspenderse dicho plus de la disponibilidad, hasta que se reintegre a sus funciones.
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